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INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

80 DE 2013 
por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo para 
el establecimiento del Fondo de Cooperación de la 

suscrito en Cali, República 
de Colombia, el 22 de mayo de 2013.

Bogotá, D. C., noviembre 26 de 2013
Señores
MESA DIRECTIVA
Plenaria del Senado de la República
Honorable Senado de la República
Ciudad.
Referencia: Informe de ponencia Proyecto de 

ley número 80 de 2013, por medio de la cual se 
aprueba el “Acuerdo para el establecimiento del 

-
, suscrito en Cali, República de Colombia, el 

22 de mayo de 2013.
Respetada Mesa Directiva:
En cumplimento del honroso encargo de la 

Mesa Directiva de la Comisión Segunda del hono-
rable Senado de la República, y en concordancia 
con el mandato del inciso 2º del artículo 173 de 
la Constitución Nacional y con el Procedimiento 
Interno adoptado por la Comisión Segunda para 
cumplir con esta importante función, nos permi-
timos rendir informe de ponencia para segundo 
debate, al Proyecto de ley número 80 de 2013, por 
medio de la cual se aprueba el “Acuerdo para el 
establecimiento del Fondo de Cooperación de la 

, suscrito en Cali, República 
de Colombia, el 22 de mayo de 2013, en los si-
guientes términos:

I. Consideraciones
El día 3 de septiembre de 2013 fue radicado 

el proyecto en la Secretaría General del Senado 

de la República por la Ministra de Relaciones 
Exteriores, María Ángela Holguín Cuéllar, con 

de Acuerdos por la Constitución Nacional, en el 
honorable Congreso de la República de Colom-
bia, en nombre del Gobierno Nacional y en cum-
plimiento de los artículos 150 numeral 16 y 189 
numeral 2 y 224 de la Constitución Política de 
Colombia. 

II. Exposición de motivos
I. Consideraciones generales

a) La cooperación internacional y la integración 
latinoamericana

La cooperación internacional encuentra su ra-
zón de ser en los principios universales de soli-
daridad entre los pueblos, respeto y protección 
de los Derechos Humanos y en la búsqueda ince-
sante de mejores condiciones y mayores recursos 
que brinden al hombre una situación de bienestar 

existencia de los Estados. Podría decirse que en la 
cooperación internacional, de manera principal, se 
evidencia aquella veta que ilumina al jus gentium 
y hace que hoy se lo denomine como el derecho de 
la dignidad humana.

Es un desarrollo también, de los principios de 
soberanía, igualdad, corresponsabilidad, interés 

-
vación del medio ambiente, muy ligados a las rela-
ciones entre los sujetos del derecho internacional.

Al encontrarse íntimamente ligada a las rela-
ciones internacionales, el fundamento jurídico de 
la misma se encuentra en el derecho internacio-
nal, aquella disciplina jurídica que regula las re-
laciones entre los Estados, y entre estos y los or-
ganismos internacionales. Regula la forma como 
se desarrollan las anteriores relaciones, la forma 
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c
la Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados.

La Corte Constitucional[1][1], ha manifestado 
que “la cooperación y la integración fundadas en 
la noción más amplia de solidaridad internacio-
nal”, en su sentido primigenio, persiguen la unión 

-
munes, cuyas consecuencias trascienden las fron-
teras nacionales”.

Por su parte, la Constitución Política de Co-
lombia, contempla que las relaciones exteriores 
del Estado se fundamentan en la soberanía nacio-
nal, en el respeto a la autodeterminación de los 
pueblos y en el reconocimiento de los principios 
del derecho internacional aceptados por Colom-
bia.[2][2]

Así mismo consagra unos principios regulado-
res de las relaciones internacionales, disponiendo 
que el Estado promoverá la internacionalización 
de las relaciones políticas, económicas, sociales y 
ecológicas sobre bases de equidad, reciprocidad y 
conveniencia nacional.[3][3]

La integración latinoamericana tiene una espe-

Estado deberá promover entonces la integración 
económica, social y política con las demás nacio-
nes y especialmente, con los países de América 
Latina y del Caribe mediante la celebración de tra-
tados sobre bases de equidad, igualdad y recipro-
cidad.[4][4]

-
tegración profunda entre Chile, Colombia, México 
y Perú. El 6 de junio de 2012, con la suscripción 
del “Acuerdo ”, 
se consagraron sus objetivos principales:

“Construir, de manera participativa y consen-
suada, un área de integración profunda para avan-
zar progresivamente hacia la libre circulación de 
bienes, servicios, capitales y personas.

“Impulsar un mayor crecimiento, desarrollo y 
competitividad de las economías de las Partes, con 
miras a lograr un mayor bienestar, la superación 
de la desigualdad socioeconómica y la inclusión 
social de sus habitantes, y

“Convertirse en una plataforma de articulación 
política, de integración económica y comercial, y 
de proyección al mundo, con especial énfasis al 

No obstante lo anterior, la Alianza cuenta con 
una agenda integral, determinada por los resul-
tados ya alcanzados en materia comercial, de 
acción conjunta y coordinada entre las agencias 
de promoción de exportaciones y la atracción de 
inversiones, la cooperación y el movimiento de 
personas.

de integración más innovadoras en las que parti-

cipa Colombia, al tratarse de un proceso abierto 
-

rentes con su modelo de desarrollo y su política 
exterior.

Para Colombia, la Alianza es parte de su estra-
-

conoce que la Alianza debe concretarse como área 
de integración profunda, el proceso ha ganado vi-
sibilidad y ha llamado la atención de socios estra-
tégicos como Canadá y Japón.

Con la entrada en vigor del Acuerdo Marco en 
comento, la Alianza iniciará una etapa de concre-
ción de resultados que permitan en un plazo no 

-
ritario para el país.

Con el ánimo de impulsar y dinamizar las ac-
-

ción de las mismas, se suscribió “Acuerdo para el 
Establecimiento del Fondo de Cooperación de la 

.
c) Lineamientos de la política exterior y Plan 

Estratégico 2010-2014

da cumplimiento a los lineamientos de la Política 
Exterior colombiana, en cuanto a:

“Profundizar la integración con América Latina 
y el Caribe para generar más oportunidades de co-
mercio, inversión e intercambio tecnológico.

“Dinamizar las relaciones de Colombia con los 
-

plomática fortalecida, la apertura de nuevos mer-
cados y la atracción de inversión.

Asimismo, se da cumplimiento a los objetivos 
del Plan Estratégico del Sector de Relaciones Ex-
teriores 2010-2014, como son:

“Generar y aprovechar escenarios para el posi-
cionamiento de Colombia en las dinámicas y te-
máticas mundiales.

“Avanzar en la inserción efectiva en los ejes de 
integración y desarrollo.

d) Fondo de Cooperación de la Alianza del Pa-

Dentro del GTC, se propuso la creación de un 
Fondo de Cooperación como mecanismo que faci-

-
nes de cooperación en el marco de la Alianza del 

Al interior del Grupo Técnico de Cooperación 
se han puesto en marcha algunas iniciativas tales 
como: 

• El proyecto “Sinergía entre los países de la 

competitividad de las micro, pequeñas y medianas 
empresas”.

-
ria de Cambio Climático”.

• La “Plataforma de Movilidad Estudiantil y 
Académica”. 
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Estas iniciativas y otras que se han propuesto 
en este marco, evidenciaron la necesidad de contar 

-
sar las acciones en las áreas temáticas priorizadas. 

Este instrumento de carácter vinculante obede-
ce a la necesidad de proveer el marco jurídico que 
permita la institucionalización de un fondo con 

-
to de las actividades de cooperación (promoción 
y desarrollo de iniciativas, planes, programas y 

-
-

-
-

Estudiantil y Académica, entre otros.
El Fondo contará con aportes de Chile, Colom-

bia, México y Perú, evidencia el espíritu de inte-

y el deseo por trabajar conjuntamente en acciones 

países. 
II. La cooperación en la alianza  

a) Grupo Técnico de Cooperación
Como consecuencia de tres Cumbres Presi-

denciales realizadas en Lima, Perú el 28 de abril 
de 2011, en Mérida, México el 4 de diciembre de 
2011, en Paranal, Antofagasta, Chile, el 6 de junio 
de 2012, así como una Cumbre Virtual el 5 de mar-
zo de 2012, las cuales han estado precedidas por 
rondas de reuniones del Grupo de Alto Nivel, ins-
tancia temporal conformada por los Viceministros 
de Relaciones Exteriores y de Comercio Exterior 
de los países miembros, así como de los equipos 
técnicos de las áreas de integración, se determinó 
priorizar:

“Movimiento de personas de negocios y facili-
tación para el tránsito migratorio.

“Comercio e integración, incluyendo facilita-
ción de comercio y cooperación aduanera.

“Servicios y capitales, incluyendo la posibili-
dad de integrar las bolsas de valores, y

“Cooperación.
La cooperación es un tema transversal que ha 

estado presente desde el inicio del mecanismo, y 
posteriormente se asignó como área prioritaria a 
un grupo técnico.

“El 4 de diciembre de 2011, se suscribió el 
“Memorando de Entendimiento entre el Gobierno 

-
pública de Chile y el Gobierno de la República de 
Perú sobre la Plataforma de Cooperación del Pa-

con el objetivo de impulsar la cooperación 
entre los países miembros y con terceros.

“Las áreas que contempla son: medio ambien-
te y cambio climático, innovación, ciencia y tec-
nología, micro, pequeñas y medianas empresas y 
desarrollo social. En este documento se establece 
que los puntos focales de cada país conformarán el 
Grupo Técnico de Cooperación (GTC).

b) Fondo de Cooperación de la Alianza del Pa-

En desarrollo de las relaciones de cooperación 
que existen entre los Estados y con la voluntad 
de implementar mecanismos que permitan la eje-

Grupo (GTC), se propuso la creación de un Fon-
do de Cooperación como mecanismo que facilite, 

Al interior del Grupo Técnico de Cooperación 
se han puesto en marcha algunas iniciativas tales 
como: el proyecto “Sinergia entre los países de la 

competitividad de las micro, pequeñas y medianas 

de Movilidad Estudiantil y Académica”. Estas ini-
ciativas y otras que se han propuesto en este mar-
co, evidenciaron la necesidad de contar con un 

acciones en las áreas temáticas priorizadas.
El 22 de mayo de 2013, en Cali, los Cancilleres 

de los cuatro países suscribieron el “Acuerdo para 
el Establecimiento del Fondo de Cooperación de 

”.
Este instrumento vinculante obedece a la nece-

sidad de proveer el marco jurídico para la creación 
de un fondo con recursos de los cuatro países y que 
permita la ejecución de los mismos en proyectos 
conjuntos.

El acuerdo que establece el Fondo de Coopera-
ción es un instrumento que permitirá instituciona-

-
peración que se adelanten al interior de la Alianza 

La creación del Fondo de Cooperación de la 
-

tivo por garantizar la implementación de futuras 
-

ciones de cooperación en áreas como: Medio Am-

-

Académica, entre otros.
En ese sentido, el mencionado Fondo permitirá 

impulsar una agenda activa y dinámica de coope-

que incluye, la promoción y desarrollo de iniciati-

-
-
-

dades.
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El Fondo, que contará con aportes de Chile, Co-
lombia, México y Perú, evidencia el espíritu de in-
tegración integral que caracteriza a la Alianza del 

cuatro países.
III. “Acuerdo para el establecimiento  

del Fondo de Cooperación de la Alianza  

En el “Acuerdo Marco de la Alianza del Pací-
”, suscrito en Paranal, República de Chile, el 

6 de junio de 2012, los cuatro países fundadores 
manifestaron su convencimiento en que la integra-
ción económica y social en la región, constituye 
uno de los instrumentos esenciales para avanzar en 
su desarrollo económico y social sostenible, pro-
moviendo una mejor calidad de vida para sus pue-
blos y contribuyendo a resolver problemas que aún 
afectan a la región, como la pobreza, la exclusión y 
la desigualdad social persistentes.

La planeación, priorización y ejecución de ac-
tividades y proyectos de cooperación entre los 
países, supone la comunión de esfuerzos y apor-
tes entre los mismos. Dentro de los mecanismos 
de cooperación que establecieron los gobiernos, 
está el de la creación de un fondo común, un fondo 
de cooperación que se ha denominado “Fondo de 

Ya habían expresado los Presidentes de la 
Alianza, en el marco de la XXII Cumbre Ibe-
roamericana, celebrada en Cádiz, España, el 17 
de noviembre de 2012, cuando sostuvieron la V 

-
ración Conjunta, que “Para contar con mayor es-

los programas de cooperación en el corto y me-
diano plazo ‘incluyendo aquellos de proyección 

triangulación’ instruyeron a las instituciones com-

las negociaciones para la constitución del Fondo 

con miras a su operatividad y puesta en marcha 

como un mecanismo que facilite, dinamice y per-

delimitan las actividades que puede adelantar en 
desarrollo de su objeto:

a) Recibir fondos de las Partes y de terceros 
para asegurar la ejecución de programas, proyec-
tos y actividades de cooperación, y

b) Financiar programas, proyectos y activida-
des de cooperación aprobados por el Grupo Téc-
nico de Cooperación de la Plataforma de Coopera-

En el artículo II, se establecen los aportes y la 
periodicidad de los mismos y se contempla la po-
sibilidad de recibir aportes de terceros. El aporte 
inicial, será de doscientos cincuenta mil dólares 

de los Estados Unidos de América (US$250.000). 
Para los siguientes años el monto del aporte se 
decidirá por las Partes, en base al informe de re-
sultados y la programación de actividades que sea 
presentado por el Grupo Técnico de Cooperación 

En el artículo III, se contemplan disposiciones 
sobre el régimen del fondo, su independencia ad-
ministrativa y tributaria y la libre movilidad de sus 

-
tarán a la legislación nacional del país en donde se 
realicen.

En el artículo IV, se contemplan las áreas de 

que las Partes determinen. Así mismo, las moda-
lidades de cooperación que se desarrollarán inclu-
yen la promoción y desarrollo de iniciativas, pla-

-

de actividades conjuntas de formación y capaci-
tación, incluyendo intercambio de especialistas y 

-
cionarios, expertos, investigadores, delegaciones y 

cualquier otra modalidad de cooperación que las 
Partes convengan.

En el artículo V, se regula la administración del 
Fondo: El Consejo de Ministros aprobará el plan 

-

responsable de la gestión del Fondo y de aprobar, 
coordinar y supervisar sus actividades. Así mismo, 
contempla que la administración se confía de ma-
nera alterna entre los países y que se contará con 
un reglamento operativo que será aprobado por el 
Consejo de Ministros, el cual será obligatorio para 
las Partes.

Por las razones expuestas, el Gobierno Nacio-
nal, a través de la Ministra de Relaciones Exterio-
res, solicita al Honorable Congreso de la Repúbli-
ca aprobar el “Acuerdo para el establecimiento del 

-
co”, adoptado en Cali, República de Colombia, el 
22 de mayo de 2013.

III. Marco jurídico
De acuerdo con el numeral 16 del artículo 150 

de la Constitución Política, el Congreso de la Re-
pública está facultado para “aprobar o improbar 
los tratados que el Gobierno celebre con otros Es-

artículo en el que se enmarca la competencia del 
Congreso para expedir la ley que trata este pro-
yecto.

Por su parte, el artículo 217 de la Ley 5ª de 1992 
dispone que el Congreso de la República podrá 
presentar propuestas de no aprobación, de aplaza-
miento o de reservas a un tratado o a un convenio, 
para aquellos que prevean esta posibilidad. 
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El Gobierno Nacional anexó al Acuerdo en 
estudio, el texto completo de la Ley 424 de 1998 
“por la cual se ordena el seguimiento a los conve-
nios internacionales suscritos por Colombia”, en 
cumplimiento de la misma ley que en su artículo 
3º estatuye: “El texto completo de la presente ley 
se incorporará como anexo a todos y cada uno de 
los Convenios Internacionales que el Ministerio de 
Relaciones Exteriores presente a consideración del 
Congreso”.

IV. El Acuerdo1

ACUERDO PARA EL ESTABLECIMIENTO 
DEL FONDO DE COOPERACIÓN DE LA 

ALIANZA DEL PACÍFICO
La República de Chile, la República de Colom-

bia, los Estados Unidos Mexicanos y la República 
del Perú, en adelante “Las Partes”:

CONSIDERANDO que en el marco de la IV 

Paranal, Chile, el 6 de junio de 2012, los Jefes de 
Estado de las Partes, motivados por el propósito de 
estrechar las relaciones entre los Estados Miem-
bros de la Alianza, decidieron fomentar la integra-
ción, profundizar el intercambio comercial, incre-

inversión y con terceros mercados.
REAFIRMANDO la voluntad de las Partes de 

continuar trabajando decididamente para mejorar 
el desarrollo económico y social de sus pueblos, 
enfrentando la exclusión y desigualdad social en 
el marco del espíritu de cooperación e integración 

acciones orientadas hacia la consolidación de una 
relación estratégica entre ellas.

TENIENDO PRESENTE el Memorándum de 
Entendimiento sobre la Plataforma de Coopera-

Yucatán, México, el 4 de diciembre de 2011, que 
establece las áreas prioritarias para las actividades 
de cooperación de la citada Alianza.

ACTUANDO en el desarrollo del marco de las 
relaciones de cooperación que existen entre los 
Estados y con la voluntad de implementar meca-
nismos que permitan la ejecución de iniciativas 

1 EL SUSCRITO COORDINADOR ENCARGADO DEL 
GRUPO INTERNO DE TRABAJO DE TRATADOS 
DE LA DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS IN-
TERNACIONALES DEL MINISTERIO DE RELA-
CIONES EXTERIORES, CERTIFICA:

y completa del “Acuerdo para el establecimiento del 
, sus-

crito en Cali, República de Colombia, el 22 de mayo de 
2013, el cual reposa, en original, en el Archivo del Grupo 
Interno de Trabajo de Tratados de la Dirección de Asun-
tos Jurídicos Internacionales de este Ministerio.

 Dada en Bogotá, D. C., a los cuatro (4) días del mes de 
julio de dos mil trece (2013).

 El Coordinador del Grupo Interno de Trabajo de Trata-
dos (e.), Dirección de Asuntos Jurídicos Internacionales, 
Ministerio de Relaciones Exteriores,

ACUERDAN:
ARTÍCULO I

OBJETO
Las Partes deciden crear el “Fondo de Coopera-

acciones de cooperación en el marco de la Alianza 

Para la consecución de sus objetivos, el Fondo 
podrá:

a) Recibir fondos de las Partes y de terceros 
para asegurar la ejecución de programas, proyec-
tos y actividades de cooperación, y

b) Financiar programas, proyectos y activida-
des de cooperación aprobados por el Grupo Téc-
nico de Cooperación de la Plataforma de Coopera-

ARTÍCULO II
CONFORMACIÓN DEL FONDO

El Fondo estará constituido por los aportes 
anuales de los Países que suscriben el presente 
acuerdo, así como por aportes provenientes de ter-
ceros, de acuerdo al procedimiento que las Partes 
convengan en el Reglamento Operativo del pre-
sente acuerdo.

Para los efectos del párrafo anterior, cada una de 
las Partes realizará un aporte inicial para el primer 
año de US$250.000 (doscientos cincuenta mil dó-
lares de los Estados Unidos de América). El monto 
del aporte para los siguientes años se decidirá por 
las Partes, con base en el informe de resultados y 
la programación de actividades que sea presentado 
por el Grupo Técnico de Cooperación de la Plata-

ARTÍCULO III
DESTINO ESPECÍFICO DEL FONDO

Los recursos del Fondo se regirán por el pre-
sente acuerdo y su Reglamento y se destinarán en 

-
te acuerdo. Las Partes garantizan la independencia 
administrativa y tributaria del Fondo y la libre mo-
vilidad de los recursos, y facilitarán su entrada y 
salida del territorio de cada una de las Partes.

Sin perjuicio de lo señalado, las adquisiciones 
-

ciados con recursos del Fondo se sujetarán a la le-
gislación nacional de la parte en donde se realicen 
dichas adquisiciones o contrataciones, en lo que 
fuera aplicable.

ARTÍCULO IV
ÁREAS Y MODALIDADES  

DE COOPERACIÓN

los recursos del Fondo son las siguientes:

d) Desarrollo social y
e) Otras que las Partes determinen.
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Las modalidades de cooperación serán las si-
guientes:

a) Promoción y desarrollo de iniciativas, pla-

b) Realización de estudios y/o diagnósticos 

c) Intercambio de información y normativas vi-

d) Realización de actividades conjuntas de for-
mación y capacitación, incluyendo intercambio de 

e) Asistencia y/o visitas técnicas de funcio-
narios, expertos, investigadores, delegaciones y 

f) Conformación de redes, y
g) Cualquier otra modalidad de cooperación 

que las Partes convengan.
ARTÍCULO V

ADMINISTRACIÓN DEL FONDO
El Consejo de Ministros será la entidad encar-

gada de aprobar el plan de trabajo y su respectivo 
presupuesto anual.

El Grupo Técnico de Cooperación de la Alianza 

de la gestión del Fondo y de aprobar, coordinar y 
supervisar la ejecución de sus proyectos, progra-
mas y actividades de cooperación, de conformidad 
con los lineamientos establecidos para el Consejo 
de Ministros.

La administración operativa del Fondo estará 
a cargo de una Entidad de las partes integrantes 
del Fondo, para un periodo de tres (3) años. Dicha 
entidad podrá contratar a nombre de las Partes, y 
con cargo a los recursos del Fondo. Conforme a lo 
dispuesto en el párrafo anterior, la primera Enti-
dad Administradora del Fondo será la Agencia de 
Cooperación Internacional de Chile, y continuará 
esa función por otro de los miembros del GTC por 
orden alfabético. El GTC, a través de comunica-
ciones escritas, podrá acordar un orden distinto, 
según se estime pertinente.

El presente acuerdo contará con un Reglamen-
to Operativo que será elaborado por el GTC, y 
aprobado por el Consejo de Ministros y su cumpli-
miento será obligatorio para las Partes.

ARTÍCULO VI
SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS

Cualquier diferencia derivada de la interpreta-
ción o aplicación del presente acuerdo será resuel-
ta por las Partes mediante consultas amistosas por 
la vía diplomática.

ARTÍCULO VII
DEPOSITARIO

La República de Colombia es el Depositario del 
presente acuerdo.

ARTÍCULO VIII
ENTRADA EN VIGOR

La entrada en vigor de este Acuerdo está sujeta 
al cumplimiento de los procedimientos legales in-
ternos de cada Parte.

Este Acuerdo entrará en vigor el primer día del 
tercer mes siguiente a la fecha en que el deposita-

-
tes le informen que los procedimientos referidos 
en el párrafo precedente se han completado, o en 
cualquier otra fecha que las Partes acuerden.

ARTÍCULO IX
ADHESIÓN

La adhesión de otros Estados al presente acuer-
do se formalizará a través del correspondiente Pro-
tocolo de Adhesión al Acuerdo Marco de la Alian-

fecha en que este último entre en vigor.
Sin perjuicio de ello, los terceros Estados inte-

resados en participar en los proyectos y actividades 
del Fondo, podrán hacerlo en calidad de cooperan-
tes, salvo que las Partes de la Alianza dispongan 
algo distinto.

ARTÍCULO X
ENMIENDAS

Las Partes podrán convenir por escrito cual-
quier enmienda al presente acuerdo.

Toda enmienda al presente acuerdo entrará en 
vigor y formará parte del mismo, de conformidad 
con el procedimiento establecido en el Artículo 
VIII.

ARTÍCULO XI
DENUNCIA

Ninguna de las Partes podrá denunciar el pre-
sente acuerdo, sin haber denunciado el Acuerdo 

La denuncia del Acuerdo Marco de la Alianza 

acuerdo en los términos del artículo 16 del Acuer-
do Marco.

No obstante lo anterior, los proyectos y acti-
vidades que se encuentren en curso, continuarán 
ejecutándose hasta su término, salvo que las Partes 
acuerden algo distinto.

Suscrito en la ciudad de Cali, República de Co-
lombia, a los 22 días del mes de mayo del 2013, en 
un ejemplar original en el idioma castellano, que 
queda bajo custodia del Depositario, el cual pro-
porcionará copias debidamente autenticadas del 
presente acuerdo a todas la Partes.

V. El decreto
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
Bogotá, D. C., 5 de agosto de 2013
Autorizado. Sométase a la consideración del 

honorable Congreso de la República para los efec-
tos constitucionales.

(Fdo.) JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
La Ministra de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) 
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DECRETA:
Artículo 1°. Apruébese el “Acuerdo para el 

establecimiento del Fondo de Cooperación de la 
, suscrito en Cali, República 

de Colombia, el 22 de mayo de 2013.
Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo 
para el establecimiento del Fondo de Cooperación 

, suscrito en Cali, Re-
pública de Colombia, el 22 de mayo de 2013, que 
por el artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará 
a la República de Colombia a partir de la fecha en 
que se perfeccione el vínculo internacional respec-
to del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

Dada en Bogotá, D. C., a”.
Presentado al honorable Congreso de la Repú-

blica por la Ministra de Relaciones Exteriores.
La Ministra de Relaciones Exteriores,

VI. Proposición 
Con fundamento en las anteriores consideracio-

nes, solicitamos a los honorables Senadores apro-
bar en segundo debate el Proyecto de ley número 
80 de 2013, por medio de la cual se aprueba el 
“Acuerdo para el establecimiento del Fondo de 

”, suscrito 
en Cali, República de Colombia, el 22 de mayo de 

Cordialmente,
Coordinador 

Ponente, 
Senadores de la Repú-

blica.
COMISIÓN SEGUNDA  

CONSTITUCIONAL PERMANENTE
Bogotá, D. C., diciembre 5 de 2013 
Autorizamos el presente informe de ponencia 

para segundo debate presentada por los honora-
bles Senadores 
Marco Aníbal Avirama Avirama y Myriam Alicia 

al Proyecto de ley número 80 de 
2013 Senado, por medio de la cual se aprueba el 
“Acuerdo para el establecimiento del Fondo de 

”, suscrito 
en Cali, República de Colombia, el 22 de mayo de 
2013, para su publicación en la Gaceta del Con-
greso. 

El Presidente, Comisión Segunda, Senado de la 
República,

El Vicepresidente, Comisión Segunda, Senado 
de la República,

El Secretario General, Comisión Segunda, Se-
nado de la República,

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN 
PRIMER DEBATE COMISIÓN SEGUNDA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE SENA-
DO DE LA REPÚBLICA AL PROYECTO DE 

LEY NÚMERO 80 DE 2013 SENADO 
por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo para 
el establecimiento del Fondo de Cooperación de la 

”, suscrito en Cali, República 
de Colombia, el 22 de mayo de 2013.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébese el “Acuerdo para el 
establecimiento del Fondo de Cooperación de la 

de Colombia, el 22 de mayo de 2013.
Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo 
para el establecimiento del Fondo de Cooperación 

-
pública de Colombia, el 22 de mayo de 2013, que 
por el artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará 
a la República de Colombia a partir de la fecha en 
que se perfeccione el vínculo internacional respec-
to del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

COMISIÓN SEGUNDA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE SENADO DE LA REPÚBLICA

El texto transcrito fue el aprobado en primer 
debate en Sesión Ordinaria de la Comisión Segun-
da del Senado de la República, el día veinte (20) 
de noviembre del año dos mil trece (2013), según 
consta en el Acta número 10 de esa fecha.

El Presidente, Comisión Segunda, Senado de la 
República,

El Vicepresidente, Comisión Segunda, Senado 
de la República,

El Secretario General, Comisión Segunda, Se-
nado de la República,

* * *
INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

101 DE 2012 SENADO
-

te de las estructuras tarifarias de los servicios pú-

Bogotá, D. C., noviembre de 2013.
Doctor
JUAN FERNANDO CRISTO BUSTOS
Presidente 
Honorable Senado de la República
E. S. D
Referencia: Informe de ponencia para segun-

do debate al Proyecto de ley número 101 de 2012 
Senado, 
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componente de las estructuras tarifarias de los 

Señor Presidente y honorables Senadores:
En los términos del artículo 153 de la Ley 5ª de 

1992 y en cumplimiento de la designación de la 
Mesa Directiva de la Comisión Sexta Constitucio-
nal Permanente, nos permitimos rendir ponencia 
para primer debate al Proyecto de ley número 101 
de 2012 Senado, por la cual se elimina el cargo 

Cordialmente,
 Movimiento Po-

 Polo De-
 

Mauricio Aguilar 
César Tulio Delga-

 
Partido Liberal, Senadores Ponentes.
INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

101 DE 2012 SENADO
-

te de las estructuras tarifarias de los servicios pú-

1. Objeto del proyecto
La iniciativa presentada busca eliminar la habi-

la fórmula tarifaria de los servicios públicos domi-
ciliarios en el país.

2. Antecedentes 
Distintas iniciativas que buscan la eliminación 

-
sentado en el tiempo, de parte de distintos partidos 
o movimientos políticos, estas se retoman para el 
actual proyecto de ley, así:

P. L. AUTOR(ES) PARTIDO O 
MOVIMIENTO TRÁMITE

54/05 S – 
165/05 S

Édgar Artunduaga y otros Liberal – U Archivado por tránsito 
de legislatura.

9/06 S Alexandra Moreno – 
Iniciativa Popular

MIRA Retirado por el autor. Dic 
5 – 06

103/06 C Fernando Tamayo Conservador Archivado por tránsito 
de legislatura.

32/09 S – 
70/09 S

Camilo Sánchez – Dilian 
Francisca Toro

Liberal – U Archivado por tránsito 
de legislatura.

101/12 S Carlos A. Baena – Gloria 
S. Díaz

 MIRA Pendiente segundo 
debate.

3. Trámite legislativo y análisis de la inicia-
tiva 

a) Sobre inversión en ampliación de cobertu-
ra: Aprobación Comisión Sexta con régimen de 
transición

La Comisión Sexta de Senado dio primer deba-
te al proyecto de ley, dando varios argumentos en 

pro y contra de la iniciativa, especialmente a los 
Senadores les preocupa lo relativo a la estabilidad 
de las pequeñas empresas operadoras de servicios 
públicos domiciliarios. 

En palabras del honorable Senador Plinio Ola-
no Becerra: “Pongamos en consideración las 

-

que me parecen totalmente viables y válidas y es 

esas proposiciones y si hay que hacerle algún ajus-

mensaje no puede ser que nosotros aquí quitamos 
(ACTA DE COMISIÓN 43 DEL 29 

DE MAYO DE 2013 SENADO).
Por su parte, el honorable Senador Carlos Ro-

berto Ferro Solanilla: “Y dejo también la constan-

Yo estoy pensando en las empresas públicas pe-
queñas que prestan los servicios públicos en los 

-
tar un proyecto así cuando nosotros tenemos que 
hacer claridad frente a la política que tiene que 
asumir el Estado en el caso que pase este proyecto 
de ley como debe ser y qué se va a hacer en re-

 (ACTA 
DE COMISIÓN 43 DEL 29 DE MAYO DE 2013 
SENADO).

De esta manera se aprobó mediante el apoyo de 
todos los partidos con representación política en la 
Comisión Sexta de Senado el proyecto, indicando 
que en la designación de ponentes para segundo 
debate se representaran las distintas fuerzas políti-
cas. Además, se incluyó un régimen de transición 
y aplicación del mismo, así: 

“Régimen de Transición. El desmonte del co-
-

tadoras de servicios públicos domiciliarios se rea-

una cobertura superior a 80% tendrán seis (6) 

cobertura entre 50% y 80% tendrán tres (3) años 

50% tendrán cinco (5) años para implementar la 

Las comisiones de regulación establecerán la 

Superintendencia de Servicios Públicos Domici-
liarios realizará la inspección y seguimiento del 

b) 
Una de las preocupaciones que se evidenció 

dentro del debate del proyecto de ley y posteriores 
audiencias, es la estabilidad de las empresas pres-

esto se propone que el texto normativo determine 
expresamente que los gastos imputables a costos 
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medios administrativos que hacen parte del cargo 

es que la empresa deje de percibir estos costos, 
sino que los mismos serán variables, directamente 
relativos al uso real que el usuario haga de sus ser-
vicios públicos. 

En este sentido la Sociedad Colombiana de 
Ingenieros manifestó su preocupación en tanto 
que 

se entraría en el riesgo que los actuales presta-
dores operadores de los servicios trasladarán sus 
inversiones a otras actividades” (Concepto de la 
SCI al Proyecto de ley número 1010 de 2012 Se-
nado).

Pero esta preocupación por los costos admi-
nistrativos se corrige al variabilizar los costos ad-
ministrativos y con ello proteger a las empresas, 
así en la presente ponencia además de incluir la 
prohibición de incluir costes administrativos en 
el cargo variable, proponemos incluir dentro de 
la explicación del mismo: “Harán parte del car-
go variable los costos necesarios para garanti-
zar la disponibilidad permanente del suministro 
entre los cuales se incluyen los gastos adecuados 

-
-

zar que el usuario pueda disponer del servicio sin 

Es viable un esquema de servicios públicos sin 
-

sas, esto lo ha demostrado el caso de energía, que 
aunque no cuente con este ítem en sus cobros, 
cuenta con unas empresas prestadoras bastan-
te competitivas, como lo son el grupo EPM con 
utilidades operacionales en 2011 de 2,4 billones 
de pesos, ISA con 2,2 billones de pesos, Codensa 
con 0,7 billones de pesos, Electricaribe 154.000 
millones de pesos, Emgesa con 1,1 billones de 
pesos, Celsia con 582.000 millones de pesos, y 
EEB 550.000 millones de pesos (Revista Sema-
na, 
2011).

El 10.83% de las empresas de acueducto vi-
giladas por la Superintendencia son empresas 

89.17%, son empresas “pequeñas” de menos de 
2.500 suscriptores. En el caso del alcantarillado, 
un cuarto de las empresas tienen más de 2.500 sus-
criptores. En total, según el SUI de la Superinten-
dencia, hay 2.427 empresas de acueducto vigiladas 
por esta entidad. En vista de esto, se acoge la idea 
del régimen de transición para facilitar el cambio 
para las empresas medianas y pequeñas.

c) Impacto real de la medida: se termina con 
-

ción de cobertura sigue garantizada

primer paso en el camino de lograr unas tarifas 
justas en los servicios públicos. Dentro de las 

necesidades urgentes de los colombianos se en-
cuentran: regulación en torno al mínimo vital, 
asegurar la calidad y el acceso universal en la 
prestación, permitir la sostenibilidad del sistema 
mediante la garantía de que las empresas tengan 
utilidades justas (ni excesivas, ni que trabajen 
a pérdida), pero teniendo en cuenta la capaci-
dad de pago de los usuarios y su función social, 
de modo que las personas pobres e instituciones 
como hospitales y escuelas puedan acceder sin 
excepción y fácilmente a los servicios públicos 
domiciliarios.

En la actualidad el artículo 90 de la Ley 142 es-

de servicio público al usuario, independientemente 
del nivel de uso, con el objeto de: “Garantizar que 
el usuario pueda disponer del servicio sin solución 

”.
Sin embargo, estas condiciones no se han pre-

tal como se observa en los siguientes diagramas:

Es decir, cerca del 80% del agua del país pre-
senta riesgo al consumirla y más del 62% presenta 

privilegiando la operación de empresas que pres-
tan un mal servicio, por encima de las necesidades 
de los usuarios.

Este es el caso recientemente discutido por la 
Comisión Sexta de Senado de la ciudad de Yopal, 
donde sus habitantes se encuentran sin agua pota-
ble desde mayo de 2011 y han tenido que continuar 

aunque se ha suplido la necesidad de agua por di-
versos mecanismos, en verdad la ciudad no cuenta 
con la “disponibilidad permanente” del servicio, 
además de constituirse en agua no apta para el con-
sumo humano en diversos meses (de septiembre a 
diciembre de 2012 no fue apta conforme a informe 
de Secretaría de Salud de Yopal).

De otro lado, se observa que más del 90% de 
los residuos sólidos del país no cuentan con tec-
nologías apropiadas para la disposición de estos, 
convirtiéndose el servicio de aseo en un servicio 
de transporte que va y entierra los residuos conta-
minando y desperdiciando potencial materia prima 
para diversos productos entre los que se encuentra 
la energía a base de la descomposición de los ele-
mentos. 
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Además debemos tener en cuenta que la eli-
-

pliación de la cobertura, en tanto esta garantiza 
por medio de los Costos Medios de Inversión que 
es otro factor tarifario conforme a la Ley 142 de 

-
do con el presente proyecto de ley. 

Por ejemplo en el caso de acueducto y alcanta-
rillado, la tarifa aplicable es conforme a la Resolu-
ción número 287 de 2004, así: 

Tarifa aplicable=CMA+CMO+CMI+CMT
• CMA= Costos medios de administración 

• CMO= Costos medios de operación.
• CMI= Costos medios de inversión.
• CMT= Costos medios de tasas ambientales.
Los costos medios de inversión representan las 

inversiones que la empresa debe hacer en infraes-
-

las inversiones relacionadas con ellos.
Por último, no es negativo que las empresas de-

pendan de la demanda (como lo plantea la Socie-
dad Colombiana de Ingenieros1), pues esto genera 
mayor competitividad en términos de satisfacción 
real del usuario, no es justo que actualmente las 

los usuarios solo tienen agua potable unos días a 
las semanas, o cuando la calidad es baja. Consi-
deramos que la medida va a redundar en un mejor 
producto a ofrecer a los usuarios colombianos, y 
con ello una mejoría en la calidad de vida de todos 
y todas. 

-

esté afectando a la población más vulnerable de 
Colombia, pero realmente lo que está comprobado 

un acceso mayor, ni de mejor calidad a los servi-
cios públicos a los y las colombianas de escasos 
recursos, mientras sí ha dejado a muchos de ellos 
en calidad de desconectados y sin posibilidad de 
retorno al sistema por una creciente deuda aunque 
1 “Cabe resaltar que en sectores como el del agua potable 

y saneamiento básico, a diferencia de los otros servicios, 
-

nación causaría que las empresas dependan únicamente 
de la demanda” (SCI, concepto citado).

no se disponga del servicio. Consideramos que los 
desconectados de Colombia evidencian que el car-

y preocupa porque no hemos logrado obtener de 
parte de los entes reguladores una cifra indicativa 

d) Sobre la afectación a familias pobres y nu-
-

terios de focalización de subsidios
Entre otros, la Superintendencia de Servicios 

-
milias numerosas, esto es, que la eliminación del 

más numerosas y a aquellas que habitan en ciuda-
des con alta población estacional2. En el mismo 
sentido Andesco manifestó que al eliminarse el 

usuarios de mayores consumos, que son por lo ge-
neral los hogares de menores recursos económicos 
y con mayor número de integrantes3.

Al respecto debemos tener en cuenta que la eli-

de subsidios del sistema de servicios públicos do-
miciliarios colombiano, de esta manera la medida 
no implica que las familias más pobres empezarán 
a pagar tarifa plena de su consumo en servicios pú-
blicos, sino que pagarán por el consumo real que 
efectúen menos la aplicación de subsidios. 

En este punto aprovechamos para hacer un lla-

focalización de los subsidios del régimen de servi-
-

ciente factor de “estrato” hacia el de Sisbén, que 
permite una mejor focalización de los aportes, y 
una ampliación de los contribuyentes. Medidas de 
corrección del sistema como esta permitirán que 
avancemos en la estructuración de unas tarifas más 
justas para los colombianos. 

En este sentido, ante la eliminación del cargo 

Sisbén y/u otra medición de pobreza monetaria, se 
permitiría: 

• Una mejor distribución del ingreso. Los sub-
sidios irían para quienes realmente los necesitan 
y los cobros solidarios solo a quienes los pueden 
pagar.

• Solución al tema de las ciudades con pobla-
ción estacionaria: (ej.: Cartagena), pues garantiza 
2 “Debe tenerse en cuenta que la medida puede implicar 

en las tarifas un sesgo contra las familias numerosas y 
a favor de las viviendas con pocos habitantes, porque 

-
dientemente del número de habitantes por vivienda) [...] 

-

consumo, aquellas familias más numerosas, que son las 
que más consumen, deberán sufragar una mayor parte de 
los costos de disponibilidad del servicio que los que real-

-
das con menos habitantes”. (Concepto de la Superservi-
cios al Proyecto de ley número 101 de 2012 Senado).

3

de los servicios públicos domiciliarios. Andesco, 2013.
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que los más pobres serán los más subsidiados y 
que los más adinerados, aunque consuman poco, 
subsidien más.

• No es una traba para las familias que están as-
cendiendo a clase media. El incremento en tarifas 
no dependerá del tipo de vivienda (estrato), sino de 
la pobreza o riqueza objetiva del hogar. Así, si una 
familia está subiendo de estrato, solo tendrá mayo-
res cobros de servicios públicos si efectivamente 
tiene mayores recursos económicos.

• Reduce los riesgos asociados a cartera. Las 
familias pobres estarán subsidiadas y por eso el 
riesgo de mora es más bajo, pues sus tarifas son 
más bajas. En otras palabras, como las personas 
de escasos recursos no tendrán unas facturas de-
masiado elevadas, habrá menores probabilidades 
de no pago.

• Por todo lo anteriormente expuesto, la tarifa 
solo les sube sustancialmente a los hogares no po-
bres que tengan altos consumos. Los inquilinatos 
podrían eventualmente recibir un subsidio acorde 
con su naturaleza.

Y especialmente la focalización a través del 
Sisbén permite aliviar a las familias pobres nu-
merosas, pues como tendrían un índice Sisbén 
menor, reciben más subsidios. Cabe anotar que 
de haber eventualmente una mejor medida de 
pobreza, vulnerabilidad o capacidad de pago 
que el Sisbén, deberá ser usada, sea sola o en 
conjunción con otras medidas censales o estima-
tivas.

-
da de la pobreza o vulnerabilidad de un hogar, 
como han mostrado estudios de Fedesarrollo4, 
la CEPAL5 y del DANE6

baja, indicando esto que no necesariamente las 
personas más pobres son las que están en los es-
tratos más bajos.

El Ministerio de Minas ha manifestado lo si-
guiente: “otro efecto que tiene la variabilización 

subsidio. Para el promedio nacional, los principa-

los usuarios de estrato 3 y no los usuarios de estra-
tos 1 y 2”7. Este tipo de situaciones, precisamente, 
podría remediarse con la introducción de mejores 
medidas de capacidad de pago, distintas y com-

ha estado avanzando en el tema, pues la Alcaldía 
Mayor ha propuesta el reemplazo de los estratos 
con una medida de avalúo catastral la cual, si bien 
4 Infraestructura y pobreza: el caso de los servicios públi-

cos en Colombia. Working paper número 56 de 2011. 
Fedesarrollo.

5

servicios públicos domiciliarios en Colombia ¿solida-
ridad o focalización? (María Cristina Alzate). CEPAL. 
2006.

6 Citado en “La educación superior en Colombia” de la 
OCDE y el Banco Mundial, 2013. Página 113.

7 Concepto del MinMinas al Proyecto de ley número 101 
de 2012 Senado.

no mide efectivamente la situación económica del 
hogar, sí es un aproximativo mejor que la simple 

8.
De esta manera en la presente ponencia inclui-

remos como una medida adicional al desmonte del 

las Comisiones de Regulación representen un pro-
yecto de cambio en el criterio de focalización de la 
Ley 142 de 1994 hacia el Sisbén u otros sistemas 
de medición monetaria de la pobreza, junto con las 
condiciones de aplicabilidad del mismo por parte 
de las empresas prestadoras. 

De otro lado, se ha planteado como un factor 
-

lleva a que el precio del metro cúbico o kilovatio 
se incremente9, esto es lógico al variabilizar los 

afectada positiva o negativamente, dependiendo 
del nivel de consumo del usuario, así un usuario 
ahorrador pagará menos en sus facturas aunque el 
valor unitario del metro cúbico sea mayor. Esto 
aunado a la protección de familias pobres que se 
realiza por medio de los subsidios, no es cierto que 
estos se pierdan, si bien en el caso del agua y el 

implicaría también la eliminación del subsidio so-

e) Constitucionalidad de la medida
Algunos de los conceptos sobre el presente pro-

yecto de ley, han indicado que la Corte Constitu-
cional ya se ha manifestado sobre la constitucio-

-
tor tarifario, no implica que sea inconstitucional 
un esquema tarifario sin este. 

Citamos al gran constitucionalista y exmagis-
trado de la Corte Jaime Araújo Rentería: 

“(…) la solidaridad no puede ser entendida 

que no todos los costos deben ser asumidos por los 
usuarios sin que las empresas reduzcan alguna vez 

claramente los principios constitucionales de un 
Estado Social de Derecho en que debe basarse el 
régimen tarifario de los servicios públicos domi-

“La tarifa que se paga por la prestación de un ser-
vicio público domiciliario está vinculada no solo 

los 
costos en que incurre la empresa respectiva para 
poder brindar el bien o servicio en condiciones de 
competitividad

8 http://www.google.com/url?q=http%3A%2F%2Fwww.
elespectador.com%2Fnoticias%2Fbogota%2Fdistrito-
presentara-proyecto-de-ley-eliminar-estratos-articulo-
454419&sa=D&sntz=1&usg=AFQjCNEGRqJJNhgG
Jl6-5Am2l7w0Hrh8Yw

9 Sociedad Colombiana de Ingenieros (concepto citado).
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f) Sobre el descreme del mercado: plantear 
medidas preventivas

10 que la eliminación del cargo 

las tarifas se subirán mucho a los grandes consu-
midores, pues el precio por unidad va a subir, ellos 
comprarían los servicios públicos a otras empre-

-
-

presa. Este descreme también es la preocupación 
del Ministerio de Minas y Energía11

que habría efecto descreme, tal como pasó en el 
caso de la energía eléctrica.

Creemos que los criterios de mercado si bien 
han de ser considerados, no pueden ser la guía de 
acción de un servicio público, recordemos que es-
tamos hablando de una obligación del Estado y no 
de un negocio privado a proteger. Así la considera-
ción sobre los efectos de mercado de la medida nos 
pueden llevar a plantear alternativas de protección, 
no la eliminación de las posibilidades de llegar a 
tarifas más justas para los usuarios.

El efecto descreme se da porque las tarifas para 
los grandes consumidores suben excesivamente, 

-
cer eso, se reduce el monto de aportes solidarios en 
el mercado regulado y la empresa busca recuperar 
los costos de su operación a través de mayores ta-
rifas, ahora menos subsidiadas. En últimas, resul-
ta que los usuarios residenciales pagan más. Para 
evitar esto, proponemos buscar mecanismos como 
un sistema de compensación, así si la empresa 
cumple con determinados requisitos de Responsa-
bilidad Social Empresarial, el Estado (vía Presu-
puesto General de la Nación, como está pasando 
hoy con el PIPE) subsidiaría una parte de la tarifa 

necesario poner límites técnicos claros al monto 
a subsidiar, lo cual dependería de la estructura de 
costos de cada empresa y del aporte que representa 
a los demás usuarios en el mercado (las empresas 
que más aportan y en mayor riesgo de descreme 
están serían las que más necesitarían el subsidio).

g) Caso de modalidad de pago anticipado de 
servicios públicos domiciliarios

La Resolución número 657 de 8 de octubre 
2013 (en periodo de intervenciones ciudadanas) 
“Por la cual se establecen las condiciones genera-
les para regular la opción de pago anticipado en 
los servicios públicos domiciliarios de acueducto 

, evidencia las interferencias que 
-

blicos. Aunque la posibilidad del pago anticipado 

que no le permitan un acceso real al servicio de 
acueducto. 
10 Concepto al Proyecto de ley número 101 de 2012 Senado.
11 Concepto citado.

Conforme al artículo 2° de la Resolución núme-
ro 657 de 2013: 

“
que un suscriptor vinculado a la opción de pago 

los servicios públicos domiciliarios de acueducto 
y alcantarillado y del valor facturado del servicio 

medio de la cual un suscriptor vinculado a la op-
-

de acueducto y alcantarillado”.
De esta manera las consecuencias de la Resolu-

ción número 657 de 2013 son: 
• SI NO PAGA CARGO FIJO NO HAY AGUA: 

La “carga mínima” mensual es condición para el 
acceso real a agua potable por “medio de recarga 
de consumo”. 

• SI NO PAGA CARGO FIJO NO HAY AGUA 
ASÍ TENGA METROS CÚBICOS PAGADOS: 
La “carga mínima” mensual es condición para usar 
excedentes de “recarga de consumo” pagados en el 
mes anterior.

• NO HAY AGUA POTABLE, SI NO SE PAGA 
ASEO PRIMERO: La carga mínima incluye el 
pago del total del servicio de aseo. 

el usuario para pagar servicios públicos prepago, 
-
-

mente al agua. Es por esto que la experiencia en 
prepago en energía eléctrica ha sido tan exitosa, en 
tanto no tiene que someter el cobro al pago previo 

De otro lado, el pago de servicios públicos, en 
modalidad de pago anticipado representa varios 
ahorros para los operadores, directamente ligados 

CRA: 

En el mismo sentido, la resolución de la CRA 
657 de 2013 por la cual se regulaba la modalidad 
de pago anticipado de los servicios de agua, al-
cantarillado y aseo, se evidenciaba que aunque se 
prescinda de los costos medios administrativos de 
facturación, medición y otros, se persiste en buscar 

En el documento técnico de apoyo a la resolu-

que los ahorros al implementar la medida van del 
7.5% al 11% en agua y alcantarillado. 
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Así mismo en el “Documento de trabajo: Con-
diciones generales para regular la opción de pago 
anticipado en los servicios públicos domiciliarios 

es posible una reducción del 16,51% factura pro-
medio: 

A pesar de esta evidente reducción en costos ad-
ministrativos, la Resolución número 657 de 2013 

-
tructura tarifaria para los usuarios que se acojan a 
la misma. Consideramos que una de las medidas 

establecer que aquellos usuarios que se acojan a 
modalidades prepago de servicios públicos domi-

variabilizará de manera que solamente paguen por 
la unidad de medida de consumo. 

h) -
ción por unidad de consumo: exclusión de aseo 
y acueductos comunitarios

Se ha manifestado la incompatibilidad de la 
medida en aquellos servicios que se cobran por 
única unidad de medida, como es el caso de aseo, 
o en los casos que los operadores cobran por pro-
medios por carecer de técnicas de medición, ante 
esto proponemos una lógica exclusión del servicio 
de aseo. 

En el mismo sentido se pueden encontrar al-
gunas de “Las organizaciones autorizadas con-
forme a esta ley para prestar servicios públicos en 
municipios menores en zonas rurales y en áreas o 

15 de la Ley 142), siendo estos acueductos comu-
nitarios otros de los casos de excepción de la regu-

Indica el Ministerio de Vivienda en respuesta a 
Derecho de Petición 4120-E1-86691: “Acorde con 
el inventario sanitario rural realizado por el Minis-
terio de Vivienda, Ciudad y Territorio, en Colom-
bia existen aproximadamente 11.500 organizacio-
nes prestadores de servicio de abastecimiento de 
agua y saneamiento básico, de los cuales 90,5% 
son de carácter comunitario”. 

Teniendo en cuenta la amplia dimensión de 
este tipo de prestadores, y que en muchos casos 
se basan en promedios por carecer de medidores 

individuales, en la presente ponencia se hará una 
indicación expresa de la exclusión de los acue-
ductos comunitarios de la prohibición de cobrar 

6. PLIEGO DE MODIFICACIONES AL PRO-
YECTO DE LEY NÚMERO 101 DE 2012

de las estructuras tarifarias de los servicios públicos 

– Artículo 1°: queda igual 
– Como se indicó anteriormente los costos ad-

-

duplicidad de cobros de componentes que confor-
man los cargos, así el artículo 2° de la ponencia 
queda de la siguiente manera: 

Artículo 2°. El artículo 90 de la Ley 142 de 
1994 quedará así:

Artículo 90. Elementos de las fórmulas de ta-
rifas. Sin perjuicio de otras alternativas que pue-

incluirse los siguientes cargos:
90.1. Un cargo por unidad de consumo, que 

los costos económicos que varíen con el nivel de 
consumo como la demanda por el servicio, cuya 
fórmula solo podrá incluir los costos de operación 
del servicio, costos administrativos, costos de in-
versión para el mejoramiento del servicio, y costos 
de tasas ambientales si hay lugar a ello. sin que se 
incluyan costos administrativos y siempre vincula-
do a la calidad del servicio.

Entre los costos administrativos necesarios 
para garantizar la disponibilidad permanente 
del suministro se incluirán los gastos adecua-
dos de administración, facturación, medición 

-
tivas comisiones de regulación, son necesarios 

del servicio sin solución de continuidad, con 
-

dad del servicio.
90.2. Un cargo por aportes de conexión el cual 

podrá cubrir los costos involucrados en la cone-
xión del usuario al servicio. También podrá co-

-
ciera, sea necesario acelerar la recuperación de las 
inversiones en infraestructura, siempre y cuando 
estas correspondan a un plan de expansión de cos-
to mínimo. La fórmula podrá distribuir estos cos-
tos en alícuotas partes anuales.

El cobro de estos cargos en ningún caso podrá 
-

monopolio. De igual manera, no se permitirá la 
duplicidad de costos. 

Las comisiones de regulación siempre podrán 
diseñar y hacer públicas diversas opciones tarifa-
rias que tomen en cuenta diseños óptimos de ta-



Página 14 Jueves, 5 de diciembre de 2013 GACETA DEL CONGRESO  1001

rifas, incluyendo diseñar diversas opciones de 

costos administrativos para la empresa presta-
-

cio al usuario. Cualquier usuario podrá exigir la 
aplicación de una de estas opciones, si asume los 
costos de los equipos de medición necesarios.

– Para efectos de mejorar la redacción el artícu-
lo 3° quedará así: 

Artículo 3°. El artículo 137.1 de la Ley 142 de 
1994 quedará así:

137.1. A que no se le haga cobro alguno por 
conceptos distintos del consumo, o de la adquisi-
ción de bienes o servicios efectivamente recibidos, 
si la falla ocurre continuamente durante un térmi-
no de quince (15) días o más, dentro de un mismo 
período de facturación.

– Los artículos 4° y 5° permanecen igual al tex-
to aprobado en primer debate. 

– Se complementa el artículo 6° conforme a lo 
desarrollado en esta ponencia así: 

Artículo 6° roceso de modi cación tarifa-
ria. Las Comisiones de regulación de servicios 

tarifarias vigentes dentro de los seis (6) meses si-

de aplicar los criterios dispuestos en el artículo 2° 
de la misma.

Así mismo las Comisiones de Regulación jun-
to con los Ministerios titulares deberán presentar 
al Congreso de la República un estudio sobre la 
modi cación de los criterios de focali ación de 
subsidios de la Ley 142 de 1994, pasando de es-
trati cación a medición de pobre a monetaria 
como el Sisbén u otros. 

Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional podrá 
establecer mecanismos como un sistema de com-
pensación para el sector industrial para contro-
lar efectos en caso de presentarse un descreme 
del mercado. 

Parágrafo 2°. En el caso de servicio de aseo 
y de asociaciones de usuarios organi ados como 
acueductos comunitarios, el cobro del servicio 
podrá reali arse a través de un monto jo. 

– Los artículos 7° y 8° quedarán igual. 
De los honorables Congresistas,

 Movimiento Po-
 Polo De-

 
Mauricio Aguilar 

César Tulio Delga-
 

Partido Liberal, Senadores Ponentes.
Proposición

Bajo las anteriores consideraciones y haciendo 
uso de las facultades conferidas por el artículo 153 
de la Ley 5ª de 1992, es que me permito rendir 
informe de ponencia favorable para segundo de-
bate en la Plenaria del Senado de la República, y 
respetuosamente sugiero a los honorables Congre-
sistas, que se apruebe la siguiente proposición:

Dese segundo debate en Senado al Proyecto 
de ley número 101 de 2012 Senado, por la cual 

estructuras tarifarias de los servicios públicos do-
 con el 

Cordialmente,
 Movimiento Po-

 Polo De-
 

Mauricio Aguilar 
César Tulio Delga-

 
Partido Liberal, Senadores Ponentes.
TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO  
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

101 DE 2012 SENADO
-

te de las estructuras tarifarias de los servicios pú-

El Congreso de Colombia
 DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 
objeto eliminar la habilitación para incluir el cargo 

energía y gas como elemento de la fórmula tari-
faria de los servicios públicos domiciliarios en el 
país.

Artículo 2°. El artículo 90 de la Ley 142 de 
1994 quedará así:

Artículo 90. Elementos de las fórmulas de ta-
rifas. Sin perjuicio de otras alternativas que pue-

incluirse los siguientes cargos:
90.1. Un cargo por unidad de consumo, que re-

costos económicos que varíen con el nivel de con-
sumo como la demanda por el servicio, cuya fór-
mula solo podrá incluir los costos de operación del 
servicio, costos administrativos, costos de inver-
sión para el mejoramiento del servicio, y costos de 
tasas ambientales si hay lugar a ello. 

Entre los costos administrativos necesarios 
para garantizar la disponibilidad permanente del 
suministro se incluirán los gastos adecuados de 
administración, facturación, medición y los demás 

-
ciones que realicen las respectivas comisiones de 
regulación, son necesarios para garantizar que el 
usuario pueda disponer del servicio sin solución de 

la óptima calidad del servicio.
90.2. Un cargo por aportes de conexión el cual 

podrá cubrir los costos involucrados en la cone-
xión del usuario al servicio. También podrá co-

-
ciera, sea necesario acelerar la recuperación de las 
inversiones en infraestructura, siempre y cuando 
estas correspondan a un plan de expansión de cos-
to mínimo. La fórmula podrá distribuir estos cos-
tos en alícuotas partes anuales.
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El cobro de estos cargos en ningún caso podrá 
-

de monopolio. De igual manera, no se permitirá la 
duplicidad de costos. 

Las comisiones de regulación siempre podrán 
diseñar y hacer públicas diversas opciones tarifa-
rias que tomen en cuenta diseños óptimos de tari-
fas, incluyendo diseñar diversas opciones de me-
dición y facturación que permitan reducir costos 
administrativos para la empresa prestadora, siem-

Cualquier usuario podrá exigir la aplicación de 
una de estas opciones, si asume los costos de los 
equipos de medición necesarios.

Artículo 3°. El artículo 137.1 de la Ley 142 de 
1994 quedará así:

137.1. A que no se le haga cobro alguno por 
conceptos distintos del consumo, o de la adquisi-
ción de bienes o servicios efectivamente recibidos.

Artículo 4°. El artículo 40 de la Ley 143 de 
1994 quedará así:

Artículo 40. Las tarifas por el acceso y uso de 
las redes del sistema interconectado nacional de-
ben incluir los siguientes cargos:

a) Un cargo de conexión que cubrirá los cos-
tos de la conexión del usuario a la red de interco-

b) Un cargo variable, asociado a los servicios 
de transporte por la red de interconexión.

Artículo 5°. El artículo 46 de la Ley 143 de 
1994 quedará así:

Artículo 46. La Comisión de Regulación de 
Energía y Gas tendrá en cuenta los siguientes com-
ponentes en la estructura de tarifas:

b) Una tarifa por unidad de potencia, utilizada 

c) Un cargo de conexión que cubrirá los costos 
de la conexión cada vez que el usuario se conecte 
al servicio de electricidad.

Parágrafo 1°. Para el cálculo de cada compo-
nente se tendrán en cuenta los costos y cargos es-
tablecidos por la Comisión de Regulación de Ener-
gía y Gas.

Parágrafo 2°. La Comisión de Regulación de 
Energía y Gas podrá diseñar y hacer públicas di-
versas opciones tarifarias.

Artículo 6°. Proceso de modi cación tarifa-
ria. Las Comisiones de regulación de servicios 

tarifarias vigentes dentro de los seis (6) meses si-

de aplicar los criterios dispuestos en el artículo 2° 
de la misma.

Así mismo las Comisiones de Regulación jun-
to con los Ministerios titulares deberán presentar 
al Congreso de la República un estudio sobre la 

subsidios de la Ley 142 de 1994, pasando de estra-

el Sisbén u otros. 
Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional podrá 

establecer mecanismos como un sistema de com-
pensación para el sector industrial para controlar 
efectos en caso de presentarse un descreme del 
mercado. 

Parágrafo 2°. En el caso de servicio de aseo 
y de asociaciones de usuarios organizados como 
Acueductos comunitarios, el cobro del servicio 

Artículo 7°. Régimen de Transición. El des-
-

presas prestadoras de servicios públicos domicilia-
rios se realizará de forma progresiva, así: 

1. Las empresas ubicadas en municipios con 
una cobertura superior a 80% tendrán seis (6) me-
ses para implementar la medida.

2. Las empresas ubicadas en municipios con 
cobertura entre 50% y 80% tendrán tres (3) años 
para implementar la medida.

3. Las empresas con coberturas inferiores a 
50% tendrán cinco (5) años para implementar la 
medida.

Las comisiones de regulación establecerán 
la regulación pertinente para este propósito, y la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domici-
liarios realizará la inspección y seguimiento del 
cumplimiento de estas normas.

Artículo 8°. Vigencia y derogatoria. La pre-
sente ley rige a partir de su promulgación, salvo lo 
establecido en el régimen de transición, y deroga 
las disposiciones que le sean contrarias.

A consideración de los honorables Congresistas,
 Movimiento Po-

 Polo De-
 

Mauricio Aguilar 
César Tulio Delga-

 
Partido Liberal, Senadores Ponentes.

* * *
INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

133 DE 2013 SENADO
por medio de la cual se dictan medidas para com-

Bogotá, D. C., diciembre 4 de 2013
Doctor
JUAN FERNANDO CRISTO
Presidente
Senado de la República
Ciudad
Referencia: Ponencia para segundo debate al 

Proyecto de ley número 133 de 2013 Senado, por 
medio de la cual se dictan medidas para comba-
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Honorables Senadores de la República:
En cumplimiento a la designación realizada por 

la honorable Mesa Directiva de la Comisión Se-
gunda Constitucional Permanente del Senado de 
la República, y de conformidad con lo establecido 
en el artículo 150 de la Ley 5ª de 1992, sometemos 
a consideración de los honorables Senadores el in-
forme de ponencia para segundo debate del Pro-
yecto de ley número 133 de 2013 Senado, por me-
dio de la cual se dictan medidas para combatir los 

1. Trámite de la iniciativa
Radicamos esta ponencia en virtud de los acuer-

dos realizados el día miércoles 13 de noviembre de 
2013 con el señor Ministro de Defensa Juan Carlos 
Pinzón Bueno, quien con el acompañamiento del 
Comandante de las Fuerzas Militares, Mayor Ge-

del Ejército Nacional, Mayor General Juan Pablo 
-
-

directora de la Policía Nacional, Mayor General 
-

midad con la discusión y aprobación del presente 
proyecto de ley, una vez se hubiera surtido en la 
Comisión Segunda Constitucional Permanente del 
Senado de la República, el trámite del Proyecto de 
ley número 132 de 2013 que crea el fondo para la 
Defensa Jurídica de la Fuerza Pública.

El presente proyecto de ley fue radicado por pri-
mera vez el 22 de agosto de 2012 bajo el número 
97 de 2012 Senado y fue remitido por competencia 
a la Comisión Primera Constitucional Permanen-
te del Senado de la República donde se designó 
como ponente al Senador Armando Benedetti. Sin 
embargo, teniendo en cuenta que el Gobierno Na-
cional a través del Ministerio de Defensa radicó el 
Proyecto de Ley Estatutaria número 211 de 2013 
Senado y 268 de 2013 Cámara que reglamentaba 
los artículos 116 y 221 de la Constitución Nacio-
nal relativos al Fuero Militar y la aplicación del 
Derecho Internacional Humanitario, cuyo conteni-

acuerdo con el ejecutivo se resolvió entonces dejar 
un solo texto y avanzar con el proyecto estatutario, 
procediendo al archivo de la iniciativa parlamen-
taria.

El pasado 23 de octubre de 2013, en Sentencia 
C-740 de 2013, la Corte Constitucional declaró 
inexequible el Acto Legislativo número 2 de 2012 
por vicios de trámite, el cual reformaba los artícu-
los 116, 152 y 221 de la Constitución Política, y 
daban el fundamento jurídico a la Ley Estatutaria 
del Fuero Militar, lo que ocasionó que las normas 
de la presente iniciativa que fueron incorporadas 
en la norma estatutaria, perdieran vigencia.

En virtud a lo anterior y convencido de que 
las medidas aquí desarrolladas requieren recu-
perar su vigencia legal, el Senador Juan Lozano 
presentó nuevamente el presente proyecto de ley 
el pasado 29 de octubre de 2013, el cual recibió 

el número 133 de 2013 Senado y se publicó en 
la Gaceta del Congreso número 872 de 2013, 
basado en la necesidad y la pertinencia del pro-
yecto que quedaron refrendadas con los trabajos 
de investigación y estudio adelantados en el cur-
so Cidenal 2013, en el grupo especializado cons-
tituido para tal efecto dentro de la Escuela de 
Guerra, en las conclusiones del trabajo de grupo 

que estaban consignadas en el texto presentado 
por el Gobierno Nacional, para que sea discutido 
al interior del Congreso Nacional.

Por designación de la honorable Mesa Directi-
va de la Comisión Segunda Constitucional Perma-
nente del Senado de la República, fuimos desig-
nados ponentes para primer debate los senadores 
Juan Fernando Cristo, Carlos Ramiro Chavarro y 

que se aprobó durante la sesión del 3 de diciembre 
de 2013 de esta célula legislativa, donde se nom-
braron los mismos Senadores como ponentes para 

-
caciones mediante proposiciones por concertación 
con el Gobierno Nacional y del Senador Manuel 
Virgüez como se indica más adelante.

2. Aspectos generales
De acuerdo con la exposición de motivos del 

presente proyecto de ley, hoy por hoy, a las Bacrim 
y en general, a los grupos criminales, armados y 
organizados, se les enfrenta con las mismas armas, 
con la misma capacidad ofensiva, con los mismos 
cuerpos que, en términos generales, se usa para 
enfrentar a los delincuentes del barrio. El Ejército 
Nacional, por ejemplo, no puede enfrentar las Ba-
crim como enfrenta a las guerrillas y no se puede 
emplear a plenitud la capacidad ofensiva del Esta-

Las Bacrim y más ampliamente los distintos 
grupos de crimen organizado tienen estructuras 

-

privativos de las Fuerzas Armadas, tienen armas 
largas, como las han tenido las guerrillas y han 
logrado una notable capacidad de intimidación, 
extorsión y chantaje desde su lógica criminal en 
extensas y diversas zonas del país.

No podemos seguir con las limitaciones que 
hoy nos afectan frente a este fenómeno, ni pode-
mos tampoco, ingenuamente, condenar a nuestros 
compatriotas a que las Bacrim o cualquier banda 
criminal organizada, hoy o mañana siga ejercien-

Estado.
Es por ello que el presente proyecto, consultado 

en su espíritu con el Gobierno Nacional, ha recibi-
do en dos ocasiones su apoyo explícito. La primera 
vez por parte del Presidente de la República, quien 
tal y como lo expresó el día 14 de agosto ante el 
pleno de la bancada de Senadores del Partido de la 
U y con el acompañamiento del Ministerio de De-
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fensa, expresó que busca habilitar al Ejército, a la 
Fuerza Aérea y a la Armada Nacional para que 
puedan combatir los grupos criminales, armados y 
organizados. Y en una segunda oportunidad cuan-
do el Ministro de Defensa, Juan Carlos Pinzón, 
manifestó su beneplácito con esta iniciativa tras la 
explicación que dio el Senador Juan Lozano sobre 
la misma en el Club de la Fuerza Aérea Colombia-
na, que contó además con la presencia de la cúpula 

solicitó darle prioridad a la iniciativa gubernativa 
que busca crear el fondo para la defensa jurídica de 
la Fuerza Pública por los efectos que trae consigo 
la inexequibilidad que declaró la Corte Constitu-
cional sobre el Acto Legislativo de Fuero Militar. 
En ese orden de ideas conviene que luego se pro-
ceda con la discusión y votación que se somete a 
consideración de los honorables Congresistas en 
esta oportunidad, en aras de fortalecer el ordena-
miento jurídico en este ámbito.

Está claro que las Bacrim y las organizaciones 

la delincuencia común, vinculada en la gran ma-

ilegales, y que no las anima ningún propósito ideo-
lógico. Son organizaciones criminales. Por esa ra-
zón, dada su naturaleza, no son sujetos directos del 
Derecho Internacional Humanitario. Ni deben ser-
lo. Son delincuentes comunes, se insiste.

No obstante, para que se puedan combatir con 
-

na, no existe talanquera jurídica de ninguna clase, 
para que el legislador, habida consideración de la 
inmensidad de su peligro criminal y su capacidad 
letal ejercida contra los colombianos, habilite a las 
Fuerzas Armadas, al Ejército, a la Fuerza Aérea y 
la Armada para que les puedan enfrentar, desarti-
cular y derrotar. Este no es solamente un problema 
de Policía ni de seguridad ciudadana barrial. Es un 
problema de Estado.

Y es que, fue el propio Ministro Juan Carlos 

enfrenta el Estado colombiano por cuenta del for-
talecimiento de las estructuras criminales armadas 
y organizadas que a lo largo de los años han ido 
adquiriendo distintas denominaciones y que hoy 
son conocidas como .

En efecto que “Las Bacrim están cada vez más 
, como le dijo el Ministro Pinzón al dia-

rio El Universal1, le impone al Estado la necesidad 
de revisar su estrategia para enfrentar el crimen 
organizado. Y para evitar malas interpretaciones, 
1 “Las Bacrim están cada vez más armadas”: Juan Carlos 

Pinzón. El Ministro de Defensa, Juan Carlos Pinzón, ad-
virtió que actualmente el país tiene que afrontar nuevos 
retos en materia de seguridad como son las bandas crimi-

de grupos de desmovilizados, especialmente descen-
dientes del paramilitarismo y aseguró que los miembros 
de estos grupos están cada vez más armados. Tomado 
de http://www.eluniversal.com.co/cartagena/nacional/
las-bacrim-estan-cada-vez-mas-armadas-juan-carlos-
pinzon-78389.

abusos o confusiones en la aplicación de la pre-
sente ley el artículo 2° y el artículo 5° de la mis-
ma establecen que los grupos criminales, armados 

conjuntos de personas armadas y organizadas al 
margen de la ley que realizan operaciones ilegales 
repetidas sobre una parte del territorio nacional, sin 

-
lidades, armamento disponible y capacidad ofen-
siva afectan o ponen en peligro a la ciudadanía y 
a las instituciones. Se establece también que a sus 
integrantes no les serán aplicables los procesos de 
desmovilización previstos en la Ley 418 de 1997 

De esta manera, queda claro que es en conside-
ración a su nivel de hostilidades, a su armamento 
disponible y a su capacidad ofensiva y de causarle 
daño a la sociedad y a las instituciones que es pro-
cedente y necesaria la tramitación de esta iniciati-

la condición criminal de estas organizaciones, ni 
concederles ningún tipo de estatus diferente. Y es 
por la misma razón que de manera expresa se ad-
vierte que no podrán desmovilizarse y que no se 
les pueden aplicar las normas contempladas en la 
Ley 418 de 1997, con sus respectivas prórrogas y 

3. Objeto del proyecto
El presente proyecto de ley busca habilitar a las 

Fuerzas Militares para que en virtud del cumpli-
miento de sus deberes constitucionales, de mante-
ner la integridad del territorio nacional, defender 
el régimen constitucional y salvaguardar la sobe-
ranía nacional de amenazas internas, use todo su 
accionar en el enfrentamiento de uno de los ma-

a la Nación, como son las acciones criminales rea-
lizadas por estructuras armadas que aunque ajenas 
a la aplicación directa del Derecho Internacional 
Humanitario, ocasionan una destrucción tal y re-
presentan una amenaza capital que requiere el uso 

-
fender los derechos a la libertad, la paz, la vida y 
honra de los nacionales.

Es obligación irrenunciable del Estado colom-
biano salvaguardar la integridad de la Nación y 
proteger el Estado constitucional contra cualquier 
amenaza que limite los derechos fundamentales de 
los colombianos, lucha que no puede entenderse 
sin las Fuerzas Militares como aliadas de defen-
sa del orden constitucional que constituye el pilar 
fundamental de una Nación libre.

Como ya se ha dicho en los últimos años, el Es-
tado ve cómo la actividad delincuencial de algunas 
organizaciones delictivas ha venido creciendo de 
manera desmesurada y junto con ello, el poder de 
daño de los grupos criminales ha venido en ascen-
so, por lo que se requiere contrarrestar sus acciones 
ilegales y violentas mediante el uso de estrategias 
y operaciones que anulen su poder destructivo.

Uno de los deberes fundamentales del Estado 
colombiano es mantener la seguridad como un bien 
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común y un derecho de la sociedad, que redunda 
en el progreso de la Nación. Por ello es necesario 

consumar acciones que atentan contra la vida, la 
salud, la libertad, la integridad física y el patrimo-
nio de los nacionales. En este orden, la seguridad 
de los colombianos integra no solo la protección 
física y moral de las personas individualmente 
consideradas, sino que incluye un concepto más 
amplio referido a la protección y progreso de una 
sociedad.

No obstante lo anterior, durante buena parte del 
siglo XX la Nación vivió un clima de inseguridad 
generalizado que hacía muy difícil el crecimien-
to económico del país y el bienestar social de los 
colombianos, ello debido a una presencia estatal 
débil en las zonas rurales que permitió el auge de 
los grupos armados ilegales quienes encontraron 
en estas zonas, condiciones aptas para ejercer su 
poder criminal, incubando la violencia frente a 
sus habitantes, como medio de presión para obte-
ner resultados económicos, producidos por uso de 
cultivos ilícitos, producción de droga, secuestros y 
captura de las rentas públicas entre otros muchos 

o lucha armada.
Lo anterior, se convirtió en un hecho desesta-

bilizador del Estado, tanto que se llegó a mencio-
nar que estábamos frente a una captura criminal 
de nuestro territorio, y a un Estado fallido, lo que 
obligó a concentrar esfuerzos en cabeza de la Fuer-
za Pública que lograran mitigar la ya muy difícil 
situación de inseguridad que vivía el país.

En la última década, dichos esfuerzos rindie-
ron unos frutos muy favorables para el país, por 
primera vez los grupos armados al margen de la 
ley estuvieron replegados y fueron diezmados os-
tensiblemente, cuestión que junto con las políticas 
de reinserción y desmovilización crearon un am-
biente de seguridad que en años anteriores se veían 
muy lejanos.

No obstante, el desmonte del paramilitarismo 
no logró acabar con el negocio millonario del nar-

-
nancieros a la deriva que pronto serían llenados 
por algunos exmiembros de las antiguas autode-

-
cluyendo el factor dogmático o político con el que 

buscan recobrar y aumentar el negocio criminal 
-

vilizaciones o las bajas, reproduciendo estructuras 

Estas organizaciones traen consigo las mismas 
costumbres de operación y violencia heredadas del 
actuar paramilitar, su fuerza armada está encami-
nada a intervenir los territorios y sus ciudadanos, 

medida en que el negocio requiere la toma de las 
-

rar los laboratorios que permiten el procesamiento 
de los narcóticos y controlar un corredor que faci-

-

En efecto, está comprobado, como se expresará 
más adelante, que estas bandas potencian su ac-
tuar criminal con elementos propios de un ejército 
irregular: usan uniformes, poseen armas de asalto 
o armas largas, tienen campamentos, conforman 
estructuras jerarquizadas, poseen capacidad de 
combate y de acciones concertadas, y además en 
ocasiones se encuentran asociadas con los grupos 
insurgentes, lo que hace muy difícil la distinción 
entre unos y otros. Estas particularidades hacen 
que dichos grupos se alejen de las características 
propias de los grupos de delincuencia común y 
deban ser incluidas, más bien, dentro de aquellas 
fuerzas con capacidad de desestabilización del Es-
tado, lo que requiere de una acción estatal concer-
tada y completa que incorpore a las Fuerzas Mili-
tares.

En conclusión, dadas las características de los 
grupos criminales armados y organizados, cual-
quiera que sea su denominación, se hace necesario 
que la Fuerza Militar realice las operaciones que 
considere pertinentes, dentro del respeto a la inte-
gridad jurídica nacional e internacional y en defen-
sa de los principios constitucionales y la institucio-
nalidad del Estado colombiano. De lo contrario, se 

-
trol estatal en muchos de los territorios donde estas 
organizaciones tienen su sede criminal, hecho este 
que en otros tiempo colaboró al auge y enquista-
miento de las guerrillas que habrían de convertirse 

4. Grupos criminales armados y organizados
Es innegable que a partir de las desmovilizacio-

nes de los diferentes frentes de las autodefensas se 
han desarrollado nuevas fuerzas criminales2 con 
estructuras militares organizadas, y sobre todo con 
participación de mandos medios que nunca se des-
movilizaron o que en busca de recuperar el poder 
territorial perdido se rearmaron3. Las estructuras 
de estas bandas emergentes distan mucho de lo 

y son una consecuencia de un complejo proceso 

extorsión y demás actividades delictuales que re-

sin precedente.
En este sentido, aunque las prácticas y tácticas 

militares de las bandas emergentes y las autode-
fensas sean similares en su generalidad, debido a 
su formación militar inicial, existen claras dife-
2 “Informes de inteligencia revelan que desmovilizados 

han creado 21 nuevos grupos para penetrar, entre otras, 
las grandes ciudades.”,  http://www.derechos.org/nizkor/
corru/doc/bacrim.html. 11 de junio de 2006

3 Human Rigths Watch, herederos de los paramilita-
res. Disponible en web: http://www.hrw.org/es/re-
ports/2010/02/03/herederos-de-los-paramilitares, pág. 
10.
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rencias entre una y otra. Al respecto, el Segundo 
Informe de la Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación menciona:

“Los informes regionales y la observación na-
cional realizada por la CNRR constató que los 
nuevos grupos armados ilegales se expandieron 

en medio de las disputas referidas también se re-

solo centro ni de una nueva forma de coordinación 

-
cruzaron dinámicas de coordinación e integración 
y choques cruentos que generan verdaderas gue-

rurales más amplias y urbanas en varias ciudades 

Hay que advertir que el contexto es distin-
to en muchos aspectos al del surgimiento de las 

-

a partir de las ACCU en un momento de fortaleza 
-

xos e intereses compartidos con sectores del nar-

grados de colaboración o permisividad de agentes 
de la Fuerza Pública y estatales y mediante masi-
vos y graves ataques contra la población campesi-

Las AUC enarbolaron un discurso y unas acciones 
antisubversivas que en varias regiones que conlle-
varon a algunos enfrentamientos con las guerri-

-
gentes referidos no hay un proyecto ni un sector 

político ni está prevista una ofensiva contra las 
-

horror por la revelación de la acción del parami-

intereses o bien de convivencia y acuerdos a partir 
de mutuos intereses de preservar el control terri-

y acciones ilegales y por compartir riesgos ante el 
ataque de las fuerzas estatales4

No obstante lo anterior, es claro que la génesis 
de estos grupos criminales armados y organizados 
está íntimamente ligada a los movimientos contra-
insurgentes5 y su evolución da cuenta que estas 
4 http://es.scribd.com/doc/48448516/bacrim.- pág. 55
5 “

-

-

organizaciones armadas no son una simple expre-
sión de delincuencia común, sino que en el campo 

su poder de destrucción, entre otros factores, son 
los mismos que practicaban las antiguas Autode-
fensas, lo que los convierten en verdaderos actores 
de violencia con implicaciones de amenaza al Es-
tado de Derecho.

El estudio en mención expone las semejanzas de 
las Autodefensas con los nuevos grupos criminales 
organizados. Indica que sus estructuras de mando 
son similares y en muchos casos son los mismos je-
fes, implementan acciones contra la población civil 
que van desde homicidios hasta desplazamientos, 
que su ejército adquiere funciones de control local e 
implementa formas de coerción contra los habitan-
tes, las autoridades poblacionales, sus instituciones 

-
nanciación se construye a partir de todo el proceso 

comercialización de la droga.
5. Capacidad militar de los grupos crimina-

les armados y organizados
Una característica importante señalada en el es-

tudio en mención es la disposición “de arsenales 
-

destructiva y de adquisición y renovación de ar-
-

6

del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos, advierte no solo sobre la 
evolución de estos grupos criminales, sino la con-
tinuidad de los mismos luego de las desmoviliza-
ciones:

“  tie-
nen organización militar y mandos responsables y 
disponen de capacidad para ejercer control terri-
torial y adelantar acciones militares contra otros 

-
-
-

o tolerancia de algunos miembros de la Fuerza 
Pública en acciones atribuidas a algunos de estos 

7

Cauca antioqueño) que se quedaron o regresaron a sus 
regiones de origen y conformaron estructuras armadas 
posdesmovilización o por líderes externos o articulado-
res mandados de otras regiones para buscar apoderarse 

 
Tomado de Observatorio Internacional DDR - Ley de 
Justicia y Paz Tercer Informe Colombia parte DDR. Pág. 
125.- Disponible. http://www.toledopax.org/uploads/
CITpax_Tercer_Informe_Colombia_parte_DDR.pdf. 

6 Ibídem. Pág. 71.
7 Informe de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas 

para los Derechos Humanos sobre la situación de los de-
rechos humanos en Colombia”, 28 de febrero de 2008, p. 
22.
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Otro factor importante que hace de la fuerza de 
estos grupos una amenaza al Estado es que poseen 
conocimiento en las tácticas de guerra, heredados 
de los antiguos entrenamientos y prácticas que rea-
lizaban los grupos de autodefensas.

Al respecto, es sabido que estos grupos con-
trainsurgentes fueron entrenados para la ofensiva, 
como un ejército irregular, su formación estaba 
enmarcada en el ataque, defensa, táctica y estrate-
gia militar en el marco de un enfrentamiento hostil 
armado.

En este sentido, a propósito de la Ley de Jus-
ticia y Paz, muchos contrainsurgentes confesaron 
no solo los execrables crímenes que se cometían 
en la dinámica de la guerra, sino que también salía 
a la luz pública las formas como se entrenaban sus 
miembros. El informe publicado en el portal web 

 titulado “las escuelas para matar 
 que se transcribe como apoyo, se 

evidencia cómo la instrucción militar era un autén-
tico entrenamiento para la guerra:

uno de los primeros jefes militares del Bloque 
-

especies de escuelas de formación para sus com-
-

Según este ex paramilitar los entrenamientos 

los que se adiestraba militar y políticamente a los 

“hicieran quedar bien a las Autodefensas de Ura-

En el mismo informe publicado, se menciona 
que las Autodefensas tenían escuelas de formación 
militar, en donde se desarrollaban los entrena-
mientos de sus miembros:

“La 35
La primera escuela de formación paramilitar 

como La 35…
El ex paramilitar contó que en 1997 entrenó al-

-
-

-

En este lugar establecieron una plaza de armas en 
la que daban la instrucción política y una pista de 
obstáculos en la que se hacían ejercicios físicos y 

la montaña había una antena repetidora y usaron 

…
-
-

-

-
-

En esta escuela se entrenaba a hombres de dife-
-

nó que se entrenaron a paramilitares del Bloque 
-

tes de los Llanos se entrenaron a cinco o siete pa-
ramilitares que sirvieron como guías en la incur-

…
Acuarela -

rió a otro campo de entrenamiento conocido como 

fue creada a principios de 1998 y ‘Doble Cero’ 
-

miento de Cuadros y Reentrenamiento de las Au-

-
táreas y estaba ubicada en la vía entre El Tomate 

La escuela era especial porque en ella se en-
trenaban a todos los paramilitares que tenían ran-

-
-

cibían entrenamientos especiales en estrategia y 
táctica militar.

dio cursos de comunicaciones, 
brújula y cartografía. Explicó que los paramilita-
res tenían un sistema de comunicación por radio 

el cual consistía en asignarle 
números a órdenes y lugares para comunicarse 
entre sí. 

Pérez Cardona contó que a esta escuela eran 
enviados de diferentes regiones del país “personal 

que alias ‘Cuchillo’ fue enviado de Guaviare y que 

Escuelas en los Llanos

-
litares hicieron una sola jornada de instrucción en 

…

para entrenar a los 90 hombres de las ACCU y 

“los comandantes de escuadra pasaron por mis 



GACETA DEL CONGRESO  1001  Jueves, 5 de diciembre de 2013 Página 21

dijo que fue el encargado de dar las instrucciones 

Trapos Sucios

-

Contó que el entrenamiento a los paramili-
tares duró entre seis y ocho meses.

unos de color azul oscuro que él mandó hacer en 
-

Señaló que en este lugar asesinaron a un pa-
ramilitar conocido como ‘El Guajiro’ porque su-

dí la orden a ‘El Costeño’ que le diera de baja a 

-

Pantano de Vargas
-

El ex jefe paramilitar dijo que esta era una 
-

cialmente se entrenaba a los nuevos combatientes 
cuando 

estaban bien capacitados, les asignaban fusiles 
de verdad.

Pérez Cardona dijo que se enteró en prisión 
que en 2001 a los paramilitares de esta escuela 

8.
Como se observa, los miembros de las Autode-

fensas tuvieron un entrenamiento militar comple-
to, que en ningún caso se compara con la capaci-
dad de un delincuente común. Por ello dado que 
sus integrantes son excombatientes de las autode-
fensas, su preparación es militar y requiere que la 
fuerza de respuesta tenga la misma preparación, de 
lo contrario el Estado se encontraría en desventaja 
militar. 

Capacidad de reclutamiento 
Otra de las razones por las cuales es necesario 

-
clutamiento que tienen estos grupos, pues desde 
que su empresa criminal nació ha venido tomando 
cada vez más fuerza por el paso del tiempo, sus es-
tructuras armadas están conformadas cada vez por 
más hombres9, lo que hace que la Fuerza Pública 
tenga un mayor reto en su desarticulación. 
8 http://verdadabierta.com/justicia-y-paz/1909
9 “Las Bacrim tendrían unos seis mil hombres, en seis 

estructuras”. Tomado de: http://www.semana.com/no-
ticias-nacion/bacrim-tendrian-unos-seis-mil-hombres-
seis-estructuras/150361.aspx. 18 de Enero de 2011.

Al respecto, la acción de la Fuerza Pública ha 
-

lo es tan grande y maneja intereses ilícitos de tan 
alta complejidad que en palabras del exDirector de 
la Policía pese a las 13 mil capturas realizadas des-
de el año 2006 las bandas criminales se han con-
vertido en el más grande reclutador del país10.

Para tener una idea de su capacidad de recluta-
miento frente a la capacidad de acción de la Fuerza 
Pública, en un informe realizado por Indepaz so-

“La segunda duda versa sobre el interés de 
presentar con insistencia resultados exitosos en la 

dejando en segundo plano quizás el más preocu-

-

del mencionado despliegue de Fuerza Pública a 

-

-

continuando con el ejercicio comparativo entre el 

hay sospechas acerca de su efectividad11

CUADRO 5. COMPARATIVO INCREMENTO EFECTIVOS PO-
LICÍA Y NÚMERO DE INTEGRANTES DE BACRIM 2007-2011
Año Incremento pie de fuerza Policía Número de integrantes
2007 140.174 –
2008 144.842 1.988 a 2.000 
2009 148.595 3.749 
2010 154.552 3.749 
2011 161.085 4.15412 

De12este cuadro podemos extraer claramente 
que pese al incremento de la Fuerza Pública y las 
acciones de la Policía Nacional, entidad encargada 

-
miento de estas organizaciones criminales sigue 
en aumento. En el cuadro que antecede se obser-
va que entre el 2010 y el 2011 existe un aumento 
de 405 integrantes pese a que la Policía Nacional 
mencionó la captura de 13 mil miembros de estos 
grupos13. Esto evidencia que pese a los enormes 
esfuerzos que se están desatando, los grupos cri-
minales se encuentran aumentando en forma di-
námica, demostrando una muy alta capacidad de 
regeneración y reorganización. En consecuencia 
se requiere buscar otras estrategias que permitan 
su destrucción.
10 http://www.eluniversal.com.co/cartagena/nacional/no-

hemos-podido-desmantelar-el-fenomeno-de-las-bacrim-
policia-55638

11 h t t p : / / w w w . i n d e p a z . o r g . c o / w p - c o n t e n t /

12

los integrantes de bacrim ascendían a 5.711 – ver  Nota 
30 y pág. 32.

13 Palabras del General Óscar Naranjo Director de la Policía 
Nacional hasta el año 2012.  Sacado de http://www.ele-
spectador.com/noticias/judicial/articulo-314479-13-mil-
capturas-y-no-hemos-logrado-desmantelar-bandas-cri-
minales.
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Este mismo estudio, nos enseña el aumento de los miembros de los principales grupos criminales 
armados, evidenciando aún más su capacidad de reclutamiento. El caso más emblemático es el de los 

mil hombres14.
CUADRO 2: COMPORTAMIENTO DE BACRIM POR GRUPO 2008– 2011

2008 2009 2010 2011

Bacrim Depto Mpios. Integrantes Depto. Mpios. Integrantes Depto. Mpios. Integrantes Depto. Mpios. Integrantes

Rastrojos – – – 9 48 1.257 9 48 1.257 11 62 1.849 

Urabeños – 18 332 8 95 1.351 8 95 1.351 10 92 1.304 

Paisas – 12 110 6 26 350 6 26 350 2 4 149 

Águilas N. – 25 366 – – – – – – – – – 

Erpac – 16 570 4 22 637 4 22 637 3 10 690 

14 No obstante estos datos es importante aclarar que el establecimiento de cifras puede llegar a ser inexacto pues estos 

-

-
. Tomado de Observatorio 

Internacional DDR - Ley de Justicia y Paz Tercer Informe Colombia parte DDR. Pág. 125.-  http://www.toledopax.org/
uploads/CITpax_Tercer_Informe_Colombia_parte_DDR.pdf

6. Influencia territorial

Los grupos criminales armados y organi-
zados buscan tener influencia territorial sobre 
parte del espacio físico de la Nación.

En el contexto del poder territorial no solo 
se busca el dominio de los territorios como 
un espacio geográfico, lo que se requiere para 
ejercer una verdadera territorial es el dominio 
de los objetos, las mercancías, las redes de in-
formación, el intercambio económico, y meca-
nismos orientados a conseguir control sobre los 
pobladores. 

De acuerdo con esto, estos grupos no solo 
buscan ocupar un lugar del territorio colom-
biano que les permita realizar sus actividades 
ilícitas, sino que a través de su poder armado 
y con la utilización de mecanismos de terror, 
influyen eficientemente en la economía de sus 
pobladores, en su forma de actuar y de pensar, 
de tal manera que se granjean su apoyo y los 
constriñen para ser parte, directa o indirecta de 
su actuar criminal, quienes ante su capacidad 
armada y la ausencia de protección estatal15 
quedan sujetos a las acciones arbitrarias de los 
grupos armados. 

La presencia de estos grupos en el territorio 
colombiano es más que preocupante, pues se 
encuentran distribuidos en gran parte del país, 
donde ejercen su poder criminal:
15 La existencia del poder territorial en manos de un grupo 

armado se da en buena parte por la debilidad del Estado 
para garantizar su presencia y proteger la legitimidad de 
las instituciones en algunas regiones del país, condicio-
nes que se consideran como tierra abonada para el surgi-
miento de la criminalidad. 

      16

Uno de los casos más emblemáticos reportado al 

fue el desarrollado por el denominado grupo crimi-
nal “Los Urabeños”, en el paro armado que afectó los 

Montelíbano, San José de Uré y Ayapel en el Alto San 
-

tamento de Córdoba. Apartadó, Carepa, Turbo, Neco-
clí, Chigorodó y Arboletes en el Urabá antioqueño, Ist-
mina, Condoto, en el Chocó, Las Ánimas y San Juan, 
Guaranda y Majagual en la Mojana sucreña, Achí y 
San Jacinto del Cauca en la Mojana bolivarense.17 
16 Tomado del artículo “los “nuevos” paramilitares de 

Colombia”. Disponible en http://naritoons.wordpress.
com/2011/07/11/los-nuevos-paramilitares-de-colombia/

17 Los urabeños demuestran su poder regional.  El “paro 
armado” convocado por Los Urabeños como represalia 
por la muerte de Juan de Dios Úsuga, alias ‘Giovanni’, 
provocó el colapso del comercio y el transporte en zonas 
de 6 departamentos. Tomado de http://www.verdadabier-
ta.com/component/content/article/50-rearmados/3773-
urabenos-demuestran-su-poder-regional/
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En efecto, durante el paro armado que fue or-
denado por los miembros de este grupo mediante 

-
sión del comercio, el transporte y demás servicios 
en los municipios mencionados, lo que da una idea 
del inmenso poder territorial que tienen estos gru-
pos. El periódico El Universal informa sobre el 
paro armado en algunos municipios del departa-
mento de Córdoba así: 

“EL PARO
Los municipios de Córdoba lucen como verda-

-

algunos puntos de las vías hay informantes que les 
-

Tierralta. En un punto conocido como el Puen-

-

Valencia. Kilómetros más adelante el paso está 

-

las cantimploras de leche se pierden porque las 
empresas no hicieron la recolección del alimento 

Montería. 
-

da a suspender el servicio porque dos carros fueron 

 
Municipios costaneros.

-
munidad manifestó que teme por lo que pueda suce-

de este grupo a lo largo del país:

           18

18 Tomado de: http://enajenacion.wordpress.com/2011/01
/02/%C2%BFparamilitares-desmovilizados-en-colom-
bia/

En efecto, el paro armado realizado por Los Ura-
beños19 logro desarticular 26 municipios en 4 depar-
tamentos del país, lo que demuestra no solo un gran 
poder territorial sino que evidencia la verdadera in-

parte de la Nación, máxime cuando para la realiza-
ción del presente paro bastaron unas advertencias es-

Esta impresionante capacidad de paralización 
municipal amenaza el orden constitucional vigente 
en la medida en que no es la libertad de moviliza-
ción, derecho constitucionalmente reconocido el que 

-
za con la existencia de un contra Estado que ejerce 

-
pios del país, generando una desintegración del terri-
torio de la Nación. 

Armadas ilegales pone a sus pobladores ante dos pa-

derechos y libertades individuales, apoyando a los 
grupos irregulares, mediante la colaboración de sus 
economías criminales o sufren desapariciones forza-
das, tortura, desplazamiento y demás prácticas coer-
citivas que suelen usar este tipo de grupos. 
19 Ha sido tan abundante la referencia a estos grupos que 

información sobre los mismos está disponible incluso en 
el diccionario electrónico de acceso universal ‘Wikipe-
dia’ disponible de manera abierta en la red. Basten para 
demostrarlo esta y las citas siguientes. “Según la Comi-
sión Nacional de Reparación y Reconciliación (CNRR), 
la agrupación insurgente cuenta con 1300 integrantes y 
560 redes criminales.[10]

 Los máximos jefes del grupo paramilitar son los herma-

combate con la Policía Nacional y por el cual se ofre-

[ ] [15]

la suma de 2000 000 000 de pesos por información que 
[16] Relevaron todas las actividades 

Daniel Rendón 
Herrera [15] impulsor de varias orga-

-
tran las llamadas Águilas Negras Autodefensas Gaita-
nistas de Colombia [17] 
[18]

masacres y asesinatos a la población civil y 
a miembros de la fuerza pública como la Policía Na-

[19] [20] [21] [22] las vacunas extorsivas o el lla-
mado “impuesto revolucionario [23] [ ] secuestro [25] 
extorsión [26] atentados terroristas por medio de bom-
bas (granadas de fragmentación [27] el desplazamiento 
forzoso de la comunidad civil y campesina[28] [29] y el 
reclutamiento [30] 

banda llegó a operar en 181 municipios del territorio 
[31]

 El grupo mantiene una fuerte rivalidad contra otras 
Los Paisas y 

Los Rastrojos
del territorio del departamento de Córdoba

estupefacientes [32] Según varios infor-

nexos con la guerrilla de las Farc en el procesamiento y 
[33] Según la Policía Nacional y la 

DEA Los Urabeños exportan cocaína hacia toda Amé-
rica Central por medio de sumergibles construidos de 
forma artesanal;[ ] también envían cocaína a diversos 
carteles mexicanos [ “
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Lo anterior demuestra un panorama de ruptura 
en los derechos sociales, económicos y culturales 
individuales, que desgarra el orden social y menos-
caban el desarrollo de la Nación en la medida en 
que deja la hegemonía y el control de los recursos 
de territorio a los intereses de estructuras armadas, 
en franca contravía con el orden constitucional.

Pero el poder de estos grupos armados no se 
limita al ejercido por Los Urabeños, en el exten-
so territorio colombiano encontramos varios tipos 
criminales organizados: a continuación expone-

dentro del territorio nacional:
Ejército Revolucionario Popular Antico-

munista Colombiano (ERPAC): pese a que de 

depuso sus armas, es importante mencionar que 
ejercía control sobre territorios de los departamen-
tos de Arauca, Caquetá, Guainía, Casanare, Vicha-
da, Guaviare y Meta20.

         21

Los Paisas: Este Grupo tiene una marcada 

20 Wikipedia: ERPAC. Está liderado por los -
cantes Pedro Oliviero Guerrero Castillo alias “Cuchillo” 
y Daniel Barrera Barrera alias el “Loco Barrera”. Es el 
heredero de los espacios tanto militares como de narco-

Autodefensas Unidas 
de Colombia, comandado por el asesinado jefe parami-
litar Miguel Arrollave, cuya muerte se le atribuye a los 
líderes de esta organización. 

 La sorpresiva desmovilización de este grupo y el poco 
cubrimiento por parte de los medios de comunicación 
colombianos que recibieron los grupos paramilitares, 
han hecho que la población civil que incluso haya llega-
do a dudar de la propia existencia del ERPAC (recordan-
do la falsa desmovilización del bloque Cacica Gaitana de 
las Farc).

 El Erpac opera en la región de la Orinoquía, y cuenta con 
un número de 725 hombres armados.[1] Actualmente se 
disputa el territorio con la guerrilla de las Farc, por el 
control de los cultivos de Coca, a pesar de que Daniel, el 
“Loco” Barrera, inició su vida en el crimen de la mano 
con las Farc.

21 Ibídem Nota 15. Pág. 19.

Atlántico, Sucre, Bolívar, Córdoba, César, La 
Guajira y Magdalena22.

      23

22 Wikipedia: Los Paisas es una banda criminal colombiana 
con base principal de operaciones en la ciudad de Mede-
llín, proveniente de los restos de los grupos paramilitares 
que se desmovilizaron durante las conversaciones de paz 
con el gobierno en el periodo 2004-2006[1]. El nombre 
“Los Paisas” se origina del apodo que suele utilizarse para 
los locales de Antioquia, dado que fue concebida y sus in-
tegrantes son principalmente oriundos de la región Paisa.

 Origen. El capo que alguna vez controló el bajo mundo 
de Medellín, Diego Fernando Murillo, alias ‘Don Ber-
na’, creó grupos de matones urbanos y ex paramilitares 
para combatir las fuerzas de la guerrilla, controlar sus 

con otros líderes paramilitares como Daniel Rendón 
Herrera, alias ‘Don Mario’[1]. Esta red de ‘Don Berna’ 

lanzar ofensivas cada vez más furiosas contra las fuerzas 
de Rendón, que fueron apodados más tarde, “Los Urabe-
ños”. Los Paisas y los Urabeños siguen enfrentándose, 
incluso después del arresto de Rendón en 2008.

 Operaciones. En el frente de seguridad Los Paisas son 
despiadados, eliminando a sus enemigos y, a veces, las 
familias de sus enemigos en un intento de infundir mie-
do. El grupo se conforma por muchos jóvenes asesinos 
que crecieron en las Autodefensas Unidas de Colombia 
(AUC). Muchos de ellos no conocen otra vida que la de 
la guerra casi constante. Reclutan a los paramilitares que 
se desmovilizaron, en su mayoría antiguos entre 2004-
2006. Su modus operandi es por lo tanto similar a la de 
un grupo paramilitar, su trabajo en las ciudades y pe-

-
gas hacia la costa donde las venden a las organizaciones 
que cuentan con infraestructuras más grandes y pueden 

apuntan a acuerdos con la banda criminal mexicana Los 
Zetas
bajo su mando, así como extorsiones a los negocios lo-

 Actualidad. A pesar de las ambiciones de expansión, 
Los Paisas siguen estando fuertemente concentrados 
en la región paisa, a saber, Antioquia[1]. Sin embargo, 
también tienen presencia, aunque menor, en La Guaji-
ra, Córdoba, Bolívar, Sucre y Cesar. En este contexto, 
Los Paisas han puesto sus ojos en la destrucción de Los 
Urabeños

-
cantes, entre ellos algunos frentes de las Fuerzas Arma-
das Revolucionarias de Colombia (Farc).

23 Ibídem Nota 15. Pág. 19.
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Los Rastrojos: -
partamentos de Antioquia, Bolívar, Boyacá, Cau-
ca, Caquetá, César, Córdoba, Chocó, La Guajira, 
Magdalena, Nariño, Norte de Santander, Putuma-
yo, Santander, Sucre y Valle24:

24 Wikipedia: “Rondas Campesinas Populares (RCP) es 
el nombre que recibe el grupo armado ilegal de la orga-
nización criminal de Luis Enrique Calle Serna en las es-
cenas de Paramilitarismo y -
bia, así como recibe el nombre de los  en la 
escena del , el cual hoy en día 
se usa más para referirse a esta organización. Es uno de 
los 4 grupos narcoparamilitares más poderosos del país, 
junto al ERPAC de “Cuchillo” y el “Loco Barrera”, “los 
Urabeños” y las yá desmovilizadas Águilas Negras de 
Don Mario.

 Historia

 Las RCP o los  fueron el grupo contrain-
Wilber Varela 

alias . Fue uno de los 2 ejércitos del Cartel 
del Norte del Valle, junto con “Los Machos” del Nar-

Diego León Montoya Sánchez alias “Don 
, con el que tuvo enfrentamientos a causa de la 

enemistad entre “Jabón” y “Don Diego”. Los Capos del 
Cartel tomaron la medida de crear estos ejércitos para 
evitar las desventajas militares que se pudieran presen-
tar en casos de posibles diferencias con los grupos ar-
mados ilegales con los cuales en muchas ocasiones hi-
cieron alianzas, en este caso, los ultraizquierdistas ELN 
y Farc, y las ultraderechistas AUC. Tras las capturas de 
alias “Don Diego”, alias “Chupeta”, y los principales 
lugartenintes de alias “Jabón”, las cuales contribuye-
ron a la desaparición del Cartel del Norte del Valle, el 
grupo desapareció, como así también sucedió con los 
“Machos”. Pero cuando ex miembros de las ya desmo-
vilizadas Autodefensas Unidas de Colombia volvieron 
a las armas, estos resurgieron para tomar los espacios 

Cartel del Norte 
del Valle y de los frentes y bloques de las Autodefensas 
que operaban en la zona, mediante alianzas con la gue-
rrilla de las Farc, y bajo el liderazgo de exmiembros de 
muy poca importancia del desaparecido Cartel del Nar-

, que hoy en día son unos de los más buscados 
de Colombia, como es el caso de los hermanos Luis 
Enrique y Javier Antonio Calle Serna, y de Diego Perez 
Henao alias “Diego Rastrojo”.

 Organización y actividades

 Actualmente los  (RCP) cuentan con un nú-
mero de 1.200 militantes, y operan en todos los departa-
mentos de la  Colombiana y en Antioquia. 
Tras la desaparición del grupo de los “Machos”, ahora 
los  se enfrentan a nuevos enemigos, entre 
ellos, su anterior aliado, la guerrilla de las Farc, y otras 
bandas emergentes de ultraderecha al igual que ellos. 
Investigaciones del gobierno señalan que el principal 
objetivo de los  es tomar el control de los 
cultivos de Coca que ahora hay en el departamento de 
Nariño, hecho que ha llevado a que la zona sea un terri-
torio disputado entre , la banda de Los 

         25

Águilas Negras: Se caracterizan por su enorme 
-

zados como Antioquia, Arauca, Bolívar, Boyacá, 
Caldas, Cauca, Córdoba, Chocó, Bogotá, Magda-
lena, Meta, Nariño, Norte de Santander, Quindío, 
Risaralda, Santander, Sucre y Valle26.

Paisas del extraditado jefe paramilitar alias “Don Berna” 
y el consolidado anillo Farc-Águilas Negras.

25 Ibídem Nota 15. Pág. 19.
26 Wikipedia: Las Águilas Negras  Las Águilas Negras es-

tán asociadas con los carteles de la droga y envueltas en 
-

también atacan a miembros de la guerrilla y personas 
-

nas acusadas de liderar a las Águilas Negras es uno de 
los que fueran líderes y fundadores de las AUC -
militar Vicente Castaño

[1] quien se convirtió en fugitivo después de 
la desmovilización de los grupos paramilitares cuando 

paramilitar Carlos Castaño
Vicente supuestamente fue asesinado en Antioquia por 
órdenes de algunos de los desmovilizados jefes parami-
litares de las AUC recluidos en la cárcel de máxima se-
guridad de [2]

 Las Águilas Negras aparecieron primero en las ciudades 
de Cúcuta y  en el departamento de Norte de San-
tander Venezuela

-
Águilas

Águilas Rojas
“Águilas Doradas Águilas Azules
criminales usando el nombre de las Águilas Negras ex-
pandieron sus operaciones en otros departamentos de 
Colombia Santander Cesar Caque-
tá y Antioquia 18 de octubre de 2006 el Presidente 
Álvaro Uribe Vélez solicitó la captura de los miembros 
de los grupos formados por desmovilizados de las Auto-

[3] [ ] El gobierno inclu-
so ordenó la creación de un nuevo Bloque de Búsqueda 

organización como una pandilla de antiguos paramilita-
[5
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7. Estructuras de mando
Otro tema importante para discutir es la capa-

cidad de estas organizaciones de tener siempre un 
mando jerarquizado que hace que la actuación del 
Estado parezca débil frente a su capacidad de re-
componerse, no obstante, las bajas y capturas rea-
lizadas por la Fuerza Pública28. De acuerdo con 

operaciones con resultados que en teoría parece-
rían satisfactorias en la medida en que muchos de 
los jefes de estas organizaciones han sido sacados 
del escenario criminal, sin embargo estas opera-
ciones parecen no haber logrado desarticular sus 
estructuras.

Lo anterior, se debe a que algunas de estas es-
tructuras ejercen su mando de manera cohesiva o 
por facciones, como el caso de las águilas negras, 
que permite confundir y dilatar su mando, pues 
funciona de forma descentralizada. El caso de 
otras estructuras como los paisas indica que pese 
a los arrestos de sus cabecillas el mando sigue de 
acuerdo a su jerarquía interna y su accionar no se 
ve permeado con la captura de sus líderes. 

De acuerdo a lo expuesto, vemos como estos 
centros de poder criminal tienen plena capacidad 
de amenaza para el Estado de Derecho, lo que nos 

criminales como meras estructuras de delincuen-
27 Ibídem Nota 15. Pg. 19.
28 70 cabecillas de primer y segundo nivel, entre ellos Juan 

de Dios Úsuga, alias Geovanny, máximo cabecilla de 
los Urabeños, quien fue dado de baja en un operativo 
realizado el 1º de enero de 2012, en Acandí, Chocó y el 

-

Envigado’, y de una organización de sicarios que desde 
Barranquilla coordinaba homicidios especialmente per-
petrados en Cesar, Bolívar, Magdalena y Atlántico y la 
muerte de 37 de sus miembros por acción de la fuerza 
pública entre otros. 

cia común no obedecería a su realidad, pues sus 
-

pacidad militar y su estructura jerarquizada, hacen 
de ellas un grupo complejo y variable que requiere 
de una absoluta coordinación de la Fuerza Pública 
para mancillar sus estructuras y defender a la Na-
ción de esta amenaza a la democracia que pese a 
la ausencia de móviles políticos, sí consiguen ex-
pandir su control territorial amparadas en la fuerza 
de economías ilegales y su capacidad de amenaza 
a la población.

De acuerdo a lo expuesto, es claro que estamos 
frente a una nueva dinámica de la violencia co-
lombiana, que no por nueva es inverosímil, por el 
contrario quedamos frente a un diferente y subes-

territorial que se viene consolidando con mucha 
fuerza y dinamismo. Así lo señaló el Presidente 
Juan Manuel Santos al reconocer que las Bacrim 
son una verdadera amenaza para la seguridad na-
cional29. En este sentido, el presente proyecto de 

-
riencia militar del Estado. 

Al respecto, es importante aclarar que el pre-
sente proyecto de ley está en plena sintonía con las 
políticas de protección y garantías a los miembros 
de nuestra Fuerza Pública para que actúen con 

-
dos, acompañados de plenas garantías en el uso de 
las armas. Por ello las disposiciones del proyecto 
mencionan la necesidad de que el Gobierno Nacio-
nal en cabeza del Presidente de la República como 
jefe supremo de las Fuerzas Armadas expida un 
manual operativo que permita a nuestros miem-
bros conocer cuáles son las características particu-
lares de aplicación de la fuerza frente a las diferen-

en su accionar.
En este sentido, el Segundo Informe de la Co-

misión Nacional de Reparación y Reconciliación 
menciona: 

“ -

informes anuales de veeduría sobre la evolución 

consignado con preocupación la continuidad de 
grupos armados ilegal es luego de las desmovili-
zaciones colectivas de las estructuras de las AUC 

-
29 Informe “Política y violencia en 2011, las cuentas no son 

tan alegres” Dice el informe que el Presidente Santos, al 

como la principal amenaza a la seguridad e intentó di-
señar una estrategia para combatirlas. Fuente.- http://
democraciaenlared.wordpress.com /2012/03/27/las-ban-
das-criminales-y-la-ley-de-victimas/
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-

-

En todo caso, cualquiera que sea la denomi-
nación de estas bandas, se requiere un marco que 
permita enfrentar el crimen organizado hoy, y en el 
futuro, independientemente de las mutaciones de 
nombre y forma que puedan sufrir. 

8. 
Con la intención de estructurar el presente pro-

-
pecto, al Ministerio de Defensa Nacional, quien 

guardan una uniformidad numérica exacta con la 
anterior exposición, fundamentan la necesidad de 
las disposiciones contenidas en la parte normativa 
del presente escrito.

30 destacamos los siguientes 
datos relevantes: 

BANDAS EXISTENTES EN COLOMBIA  
Y SUS ZONAS DE OPERACIÓN:

NÚMERO DE HOMBRES PERTENECIENTES 
A LAS DIFERENTES BANDAS CRIMINALES:

NÚMERO DE NEUTRALIZACIONES Y CAP-
TURAS DE MIEMBROS DE LAS DIFERENTES 

BANDAS CRIMINALES

30 Respuesta derecho solicitud de información  con Radica-
do número 72693 MDN-DMSG-1-10 recibido el 13 de 
agosto de 2012.
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9. 
el año 2008 al 2012

Al respecto menciona el Ministerio de Defensa 

en el año 2008 comprendía 185 municipios y para 
el año 2012 se ubican en 166 municipios:

10. Clases de armas usadas por las bandas 
criminales

Por último, es muy importante destacar que 
de conformidad con la información aportada, las 
bandas criminales poseen armas largas, de asalto y 
con gran poder de destrucción que fundamenta con 
mayor razón el uso de operaciones que permitan 
su desarticulación: 

En efecto, tal como se deriva de la propia infor-
-

pos criminales armados y organizados es inmensa 
y exige, para la defensa de los ciudadanos, que la 
Fuerza Pública se emplee a fondo para desman-

jurídica que luego puede traducirse en penosos 
procesos contra los hombres que visten los unifor-
mes de la patria. La Policía ha hecho un esfuerzo 
importante. Se han logrado avances. Se han pro-

este marco, el Estado no podrá lograr el desmonte 
urgente, contundente y pleno de estas organizacio-
nes criminales que siguen sembrando desolación y 
muerte en nuestro país. 

11. Contenido de la iniciativa
Como se indicó anteriormente, el texto que se 

-
caciones mediante proposiciones por concertación 
con el Gobierno Nacional y por solicitud del Sena-
dor Manuel Virgüez. En consecuencia, el presente 
proyecto de ley, además del título, se compone de 
seis (6) artículos, entre ellos el de la vigencia, el 
cual quedó de la siguiente manera para conside-
ración de la Plenaria del Senado de la República:

“Artículo 1°. Objeto
ley es la implementación de medidas que permitan 

-
bilitación de competencias al interior de la Fuerza 

-
nizada en el territorio nacional y la protección de la 

Artículo 2°. Grupo armado. Para efectos de 
-

a) Que use la violencia armada contra la Fuer-
-

tra otros grupos armados;
b) Que la intensidad de la violencia armada su-

pere la que suponen los disturbios y tensiones inte-

Militares;
c) Que tenga una organización y un mando que 

que le permitan usar la violencia contra la pobla-

Artículo 3°.
del territorio nacional y defender el orden consti-

-
-

aquellos grupos que cumplan con los elementos 
previstos en el artículo 2°

Parágrafo. Lo previsto en esta ley solo se apli-
cará a la Policía Nacional cuando el derecho in-
ternacional humanitario sea aplicable a sus ope-

-
mas ordinarias que regulan la función y actividad 
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Artículo 4°. En la investigación y juzgamiento 
de las conductas atribuibles a los miembros de la 

-
miento destinados a combatir los grupos arma-
dos que cumplan con los elementos del artícu-
lo 2°

Artículo 5°. El Ministerio de Defensa Nacional 
elaborará e implementará manuales de operación 
militar y policial con el objeto de instruir a los 
miembros de la Fuerza Pública en la manera de 

-

los riesgos jurídicos a los cuales pueden verse so-

Artículo 6°. La presente ley rige a partir de su 
publicación y deroga las disposiciones que le sean 

12. Impacto Fiscal
El presente proyecto de ley no ordena gasto en 

-
-

miento del requisito previsto en el artículo 7° de la 
Ley 819 de 2003.

13. 
Por lo anteriormente expuesto, solicitamos a la 

Mesa Directiva de la Plenaria del Senado de la 
República, dar segundo debate al Proyecto de ley 
número 133 de 2013 Senado, por medio de la 
cual se dictan medidas para combatir los grupos 

-

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO  
DEBATE AL PROYECTO DE LEY  
NÚMERO 133 DE 2013 SENADO

por medio de la cual se dictan medidas para  
combatir los grupos criminales armados y organi-

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente 
ley es la implementación de medidas que permitan 
garantizar la seguridad nacional, mediante la ha-
bilitación de competencias al interior de la Fuerza 
Pública, para el combate de la criminalidad organi-
zada en el territorio nacional y la protección de la 
población civil frente al accionar de estos grupos. 

Artículo 2°. Grupo armado. Para efectos de 
-

ción del derecho internacional humanitario, por 
“grupo armado” se entiende únicamente el grupo 
que cumpla los siguientes elementos concurrentes: 

a) Que use la violencia armada contra la Fuerza 
Pública, la población civil, bienes civiles o contra 

b) Que la intensidad de la violencia armada su-
pere la que suponen los disturbios y tensiones in-
teriores, y requiera la acción armada de las Fuerzas 

c) Que tenga una organización y un mando que 
ejerce liderazgo o dirección sobre sus miembros, 
que le permitan usar la violencia contra la pobla-
ción civil, bienes civiles o la Fuerza Pública, en 

Artículo 3°.
del territorio nacional y defender el orden constitu-
cional, las Fuerzas Militares podrán diseñar, desa-
rrollar, ejecutar y conducir acciones, operaciones 
y procedimientos que permitan combatir, bajo el 
marco del Derecho Internacional Humanitario, 
aquellos grupos que cumplan con los elementos 
previstos en el artículo 2° de la presente ley. 

Parágrafo. Lo previsto en esta ley sólo se 
aplicará a la Policía Nacional cuando el derecho 
internacional humanitario sea aplicable a sus ope-
raciones. En caso contrario, se regirá por las nor-
mas ordinarias que regulan la función y actividad 
policial.

Artículo 4°. En la investigación y juzgamien-
to de las conductas atribuibles a los miembros de 
la Fuerza Pública, realizadas en cumplimiento de 
cualquier tipo de acción, operación o procedimien-
to destinados a combatir los grupos armados que 
cumplan con los elementos del artículo 2° de la 
presente ley, se aplicarán de manera preferente las 
normas del Derecho Internacional Humanitario. 

Artículo 5°. El Ministerio de Defensa Nacional 
elaborará e implementará manuales de operación 
militar y policial con el objeto de instruir a los 
miembros de la Fuerza Pública en la manera de 
conducir sus operativos, respetando los derechos 
humanos y el derecho internacional humanitario. 
Estos manuales deberán incluir, a su vez, una ins-
trucción práctica sobre estos temas, que minimice 
los riesgos jurídicos a los cuales pueden verse so-
metidos quienes desarrollan las operaciones. 

Artículo 6°. La presente ley rige a partir de su 
publicación y deroga las disposiciones que le sean 
contrarias.
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COMISIÓN SEGUNDA  
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

Bogotá, D. C., diciembre 5 de 2013 
Autorizamos el presente informe de ponencia 

para segundo debate presentada por los honorables 
Senadores 

al Proyecto de ley número 133 de 2013 
Senado, por medio de la cual se dictan medidas 
para combatir los grupos criminales armados y 

para 
su publicación en la Gaceta del Congreso. 

El Presidente, Comisión Segunda, Senado de la 
República,

El Vicepresidente, Comisión Segunda, Senado 
de la República,

El Secretario General, Comisión Segunda, Se-
nado de la República,

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN 
PRIMER DEBATE COMISIÓN SEGUNDA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE SENA-
DO DE LA REPÚBLICA AL  PROYECTO DE 

LEY NÚMERO 133 DE 2013 SENADO
por medio de la cual se dictan medidas para  
combatir los grupos criminales armados y organi-

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente 
ley es la implementación de medidas que permitan 
garantizar la seguridad nacional, mediante la ha-
bilitación de competencias al interior de la Fuerza 
Pública, para el combate de la criminalidad organi-
zada en el territorio nacional y la protección de la 
población civil frente al accionar de estos grupos. 

Artículo 2°. Grupo armado. Para efectos de 
-

ción del derecho internacional humanitario, por 
“grupo armado” se entiende únicamente el grupo 
que cumpla los siguientes elementos concurrentes: 

a) Que use la violencia armada contra la Fuerza 
Pública, la población civil, bienes civiles o contra 

b) Que la intensidad de la violencia armada su-
pere la que suponen los disturbios y tensiones in-
teriores, y requiera la acción armada de las Fuerzas 

c) Que tenga una organización y un mando que 
ejerce liderazgo o dirección sobre sus miembros, 
que le permitan usar la violencia contra la pobla-
ción civil, bienes civiles o la Fuerza Pública, en 

Artículo 3°.
del territorio nacional y defender el orden constitu-
cional, las Fuerzas Militares podrán diseñar, desa-
rrollar, ejecutar y conducir acciones, operaciones 

y procedimientos que permitan combatir, bajo el 
marco del Derecho Internacional Humanitario, 
aquellos grupos que cumplan con los elementos 
previstos en el artículo 2° de la presente ley. 

Parágrafo. Lo previsto en esta ley sólo se 
aplicará a la Policía Nacional cuando el derecho 
internacional humanitario sea aplicable a sus ope-
raciones. En caso contrario, se regirá por las nor-
mas ordinarias que regulan la función y actividad 
policial.

Artículo 4°. En la investigación y juzgamien-
to de las conductas atribuibles a los miembros de 
la Fuerza Pública, realizadas en cumplimiento de 
cualquier tipo de acción, operación o procedimien-
to destinados a combatir los grupos armados que 
cumplan con los elementos del artículo 2° de la 
presente ley, se aplicarán de manera preferente las 
normas del Derecho Internacional Humanitario. 

Artículo 5°. El Ministerio de Defensa Nacional 
elaborará e implementará manuales de operación 
militar y policial con el objeto de instruir a los 
miembros de la Fuerza Pública en la manera de 
conducir sus operativos, respetando los derechos 
humanos y el derecho internacional humanitario. 
Estos manuales deberán incluir, a su vez, una ins-
trucción práctica sobre estos temas, que minimice 
los riesgos jurídicos a los cuales pueden verse so-
metidos quienes desarrollan las operaciones. 

Artículo 6°. La presente ley rige a partir de su 
publicación y deroga las disposiciones que le sean 
contrarias.

COMISIÓN SEGUNDA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE SENADO DE LA REPÚBLICA

El texto transcrito fue el aprobado en primer de-
bate en Sesión Ordinaria de la Comisión Segunda 
del Senado de la República, el día tres (3) de di-
ciembre del año dos mil trece (2013), según consta 
en el Acta número 12 de esa fecha.

El Presidente, Comisión Segunda, Senado de la 
República,

El Vicepresidente, Comisión Segunda, Senado 
de la República,

El Secretario General, Comisión Segunda, Se-
nado de la República,

* * *
INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE  LEY NÚMERO 
258 DE 2013 SENADO, 100 DE 2012 CÁMARA
por medio de la cual se crea el Registro Nacio-

 

En cumplimiento de la honrosa designación re-
cibida de la Mesa Directiva de la Comisión Sexta 
Constitucional Permanente del Senado de la Re-
pública, atentamente me permito rendir ponencia 
para segundo debate al Proyecto de ley número 
258 de 2013 Senado, 100 de 2012 Cámara, por 
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medio de la cual se crea el Registro Nacional de 
-

Con ese propósito, se indican a continuación el 

(6) Texto Propuesto.
1. CONTENIDO Y MARCO JURÍDICO  

DEL PROYECTO 
Contenido del Proyecto
El proyecto de ley pretende dictar medidas para 

la detección y evaluación de obras civiles incon-
-

tar los efectos desfavorables que pongan en riesgo 
la vida. Asimismo, establece que le corresponde-
rá a las entidades estatales realizar el Registro de 
Obras Civiles Inconclusas, para establecer la reali-
dad respecto a su infraestructura física. Se plantea 
la mínima información que deberá incluir el Regis-
tro de Obras Civiles Inconclusas de las entidades 
estatales, señalando que el Registro será público y 
de fácil acceso para los ciudadanos.

De igual manera, se señala que los responsa-
bles de hacer el inventario de obras inconclusas, 
serán los Ministros, Gerentes, presidentes, direc-
tores, Superintendentes, Gobernadores, Alcaldes, 
o quienes representan al Estado. 

Por otro lado, el proyecto de ley establece que 
la Entidad Estatal contará con dos (2) años a partir 
de la decisión emanada de la autoridad administra-
tiva competente y/o sentencia judicial para iniciar 
la intervención física de terminación o demolición 
de la obra civil inconclusa. Igualmente, contiene 
que en materia administrativa, la autoridad compe-
tente contará con un término perentorio para emitir 
su decisión, el cual no podrá exceder de un (1) año 
a partir de la promulgación de la ley, y respecto a 
obras inconclusas con procesos jurídicos se debe 
tener en cuenta el fallo correspondiente para la ter-
minación o demolición de la obra.

Marco Jurídico del Proyecto
Las disposiciones relativas al diseño, construc-

ción, y ejecución de obras, se encuentran en la pro-
pia Carta Política, en la Ley 80 de 1993 (Estatuto 
General de Contratación de la Administración 

en la Ley 1150 de 2007 (Por medio de 

la transparencia en la Ley 80 de 1993 y se dictan 
otras disposiciones generales sobre la contrata-
ción con Recursos Públicos), entre otras.

función administrativa, en la medida que se deri-
van de fallas en la planeación, control, vigilancia 
en la ejecución de las obras civiles. La Constitu-
ción Política en su artículo 209 establece que “la 
función administrativa está al servicio de los in-

-

”, con el 

proyecto de ley busca crear una herramienta para 
la gestión pública, que aporte garantizar el cum-
plimiento de los principios, y a la protección del 
patrimonio público.

Así como lo habíamos señalado1, “la Constitu-
ción contempla dentro de los derechos colectivos 

-

cuales se ven afectados por la existencia de obras 
inconclusas y por las decisiones que las generaron 

hace susceptibles de acciones populares y mayo-

incentivos que deban asumirse por esa causa (ar-

daños que generen en las comunidades en que se 

reparación patrimonial que aumentan los perjui-
cios generados por una precaria acción adminis-

Sin perjuicio de las atribuciones del Gobierno 
Nacional para efectuar inversiones en el territo-

-

-

obras que demande el progreso local y a los de-
partamentos complementar la acción municipal 

y los concejos deban expedir las disposiciones 
relacionadas con las obras públicas y las vías de 
comunicación; así como adoptar de acuerdo con 

con las determinaciones de las inversiones y me-
didas que se consideren necesarias para impul-
sar su ejecución y asegurar su cumplimiento (ar-

los planes y 
programas de desarrollo de obras públicas depar-

nacionales.
…” 
Por otra parte, y en el ámbito legal, la Ley 80 de 

1993 establece, entre los deberes de las Entidades 
Estatales está las revisiones periódicas de las obras 

-
plan con las condiciones de calidad ofrecidas. Asi-
mismo, señala que deberán promover las acciones 
de responsabilidad contra los contratistas cuando 
hay incumplimiento.

El numeral 1 del artículo 32 contiene que “Son 
contratos de obra los que celebren las entidades 

cualquier otro trabajo material sobre bienes in-
-

1 Informe de ponencia segundo debate Proyecto de ley nú-
mero 18 de 2010 Senado, por medio de la cual se dictan 
medidas para la detección y evaluación de obras de las 
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cución y pago”, lo que conlleva que las entidades 
estatales tengan que realizar el control y vigilancia 
de las obras que se contraten.

Como se observa la iniciativa en estudio no con-
traría el marco constitucional ni legal actualmente 
existente, sino que lo complementa con instrumen-
tos de control, como el registro, la reactivación de 
la obra y el seguimiento de su ejecución, sin que 
ello implique la inaplicación de otros deberes o 
sanciones, como los referidos.

2. ASPECTOS GENERALES 
La debilidad en la planeación, vigilancia y con-

trol en la ejecución de obras públicas, han permi-
tido que muchas se encuentren inconclusas a nivel 
nacional, generando un posible detrimento patri-
monial y un riesgo para la vida. Dicha situación 
ha llevado a los órganos de control a intervenir, 
y a los ciudadanos a interponer acciones adminis-
trativas y judiciales por el incumplimiento de los 
contratos. 

El Informe de Auditoría de la Contraloría Ge-

- junio 2011 señala que:
“La Contraloría General de la República con 

fundamento en los resultados de auditorías ante-
riores y las diversas denuncias sobre irregulari-
dades en la ejecución de los proyectos de obra de-

de establecer el impacto que está generando dicho 
-

-
to y mejora de las obras civiles se cumplieron de 

-
-

la ejecución y liquidación del o los respectivos 
contratos las obras hubiesen concluido de manera 
satisfactoria para el objetivo propuesto por la en-

-

bajo el concepto de obras inconclusas 2

Asimismo, el informe contiene que “La evalua-
ción de la Gestión y Resultados sobre contratos de 

los procesos de contratación de obra arrojó el si-

2 INFORME DE AUDITORÍA- OBRAS INCONCLU-
SAS AÑO 2007 A JUNIO DE 2011, CGR-CDDJS – N° 
051 - diciembre 2011.

-
-

-
3 (Subrayado fuera de 

texto).
Por otro lado, la Contraloría General encontró 

presuntas irregularidades por $464 mil millones de 
pesos en recursos de regalías, así:

“– Los hallazgos se encontraron en obras que 
-

– Recursos públicos recuperados por un monto 

– 57 Procesos de Responsabilidad Fiscal a fa-

La Contraloría Auxiliar para el Sistema Gene-

-

la Gestión Fiscal sobre los recursos de regalías en 

se encuen-

Fondo Nacional de Regalías en liquidación en los 

-
mentos patrimoniales en obras inconclusas en el 

de Aguas en Boyacá y Política de Vivienda en los 

hace el primer balance de los resultados al con-
-

lías utilizando las herramientas otorgadas por el 

donde se destinaron importantes recursos para el 
fortalecimiento institucional durante las vigencias 

3 Ibíd. 
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Los resultados obtenidos ilustran un positivo 
-

recibidas por parte de la Contralora General de 

La cifra de Hallazgos Fiscales muestra un au-

el año 2010 a $216 mil millones de pesos en el 

cuantía mayor al 100% frente a la vigencia inme-

-
cuperación de dineros públicos se lograron resul-

-
-

cia del año anterior un aumento exponencial en 

Contraloría Auxiliar para el Control a la Gestión 
Fiscal sobre los Recursos del SGR diseñó un es-
quema de trabajo que permitirá el fallo de 57 Pro-
cesos de Responsabilidad Fiscal antes que termine 

-
rantizar el resarcimiento de los recursos públicos 
que sean objeto de fallo con Responsabilidad Fis-

Seguimiento en Tiempo Real para la vigilancia del 

cuyo producto puede ser consultado por la ciuda-
danía en la página web de la Contraloría General 

-

análisis especializados y toda la información de-
tallada de todos y cada uno de los municipios y 

De los contratos analizados de acuerdo con su 
-
-

go de detrimento patrimonial se encuentra un 

-
liar emitió diferentes funciones de advertencia a 
la Comisión Rectora del Sistema General de Re-
galías frente a la baja ejecución de los recursos 

-
ción frente a los elementos presupuestales que no 
fueron tenidos en cuenta al implementar el siste-

mineras referente a la prórroga del contrato para 

Dentro del Control Macro o evaluación de la 
Política Pública del Sistema General de Regalías 

Colombia y su impacto a la generación de rega-

de Política Pública entre los que se destaca una 
evaluación sobre el impacto social del Sistema 
General de Regalías frente a población vulnerable 

Como soporte a la difusión y registro de los ha-
-

programas audiovisuales en formato documental 
-

Hallazgos sobresalientes
Algunos de los hallazgos más importantes es-

tán en la Región Caribe en los municipios de La 

La Contraloría Auxiliar para el SGR encontró 

2009 para la construcción y mejoramiento de las 
instituciones educativas del municipio de La Ja-

-

Barranca de Upía y Gobernaciones de Casanare 

presunto detrimento en inversiones efectuadas en 
el sistema de detención de aguas lluvias del muni-

-

cuantía equivalente a la totalidad del contrato que 

-

no está funcionando presentándose un presunto 

-
tró en el Convenio de Asociación Tripartito núme-
ro 001251 de 2009 suscrito entre la Federación 

-
jeto es la ejecución de proyectos de infraestruc-

-
tencia desde el 2010 que constituye un presunto 
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especial actuación frente a las 91 denuncias re-
-

La Contraloría General de la República espera 

-
ses de funcionamiento de la Contraloría Auxiliar 

Teniendo en cuenta los informes de la Contra-
loría General de la República traídos a colación, 
se puede evidencian que las inconsistencias con 
obras inconclusas se presentan a nivel nacional, lo 
que muestra la necesidad de tomar medidas para la 
detección y evaluación de obras civiles inconclu-

los efectos desfavorables que pongan en riesgo la 
vida, como lo plantea el Proyecto de ley número 
258 de 2013 Senado, número 100 de 2012 Cámara.

3. TRÁMITE AL PROYECTO DE LEY  
EN LA COMISIÓN SEXTA DE SENADO 
En la discusión del Proyecto de ley número 258 

de 2013 Senado, 100 de 2012 Cámara, en la Comi-
sión Sexta del Senado, los honorables Senadores 

se tuvieran en cuenta en la presente ponencia: 
Honorable Senador Parmenio Cuéllar Bastidas, 

propone que en el artículo 1º se adicione los tér-
minos “o se vendan o se cedan en comodato”, así: 

“En el artículo 1° dice usted que las obras in-

si se terminan o se demuelen; yo pienso que no so-

para que se terminen o se demuelan o se vendan o 
5

Respecto al artículo 2º, el honorable Senador 

propone cambiar el término de “terminadas” por 

Asimismo, sugiere que se incluya el siguiente tex-
to “el cual deberá ser parte integral del banco de 
proyectos de la respectiva entidad”, así:

pienso que el literal A está bien; el literal B yo 
me permitiría agregarle al registro de obras civi-

el inventario de obras civiles que las distintas ór-
denes territoriales y entidades estatales no se en-
4 Boletines de Prensa CGR, 2013. 
5 Transcripción de la versión digital correspondiente a la 

sesión del día 19 de noviembre de 2013, Comisión Sexta 
de Senado.

-
-

midad con las cláusulas contractuales legales y/o 
convencionales y agregarle “el cual deberá ser 
parte integral del banco de proyectos de la res-

hagan parte del banco de proyectos de la entidad 

6

De igual manera, el Senador Cuéllar propone 
que en el artículo 4º literal l), se contemple tam-
bién las pólizas y contratos de seguros y reasegu-
ros si los hubiere, así: 

-

porque este artículo dice que el registro de obras 
civiles inconclusas de las entidades estatales se 

-
tratos celebrados para la construcción de obra ci-

que también las pólizas y contratos de seguros y 

-

los seguros tienen por objeto establecer que la 
7

Por otro lado, en el texto propuesto se corrigen 
omisiones gramaticales en los dos parágrafos del 
artículo 6º. 
4. EL PLIEGO DE MODIFICACIONES PRO-
PUESTO AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
258 DE 2013 SENADO, 100 DE 2012 CÁMARA

De acuerdo a la discusión del proyecto de ley 
en primer debate de Senado, se presenta a conti-

texto aprobado por la Comisión Sexta de Senado.

Artículo 1°. Objeto. Crear el Registro Nacional 
de Obras Civiles Inconclusas de las entidades es-
tatales y ordenar que en él se incorporen la identi-

o parcialmente con recursos públicos y que requie-
ren de un tratamiento de evaluación e inversión 

terminan se concluyen, se demuelen, se venden o 
se ceden en comodato.

 Artículo 2°. e niciones. Para efectos de la 
presente ley, se tendrán en cuenta las siguientes 

a) Obra Civil Inconclusa: Construcción, man-
tenimiento, instalación o realización de cualquier 
otro trabajo material sobre bienes inmuebles, cual-
quiera que sea la modalidad de ejecución y pago, 
sin que al término de la intervención física o de 
6 Ibíd. 
7 Ibídem.
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la relación contractual, aquella haya concluido de 
manera satisfactoria para el interés general y para 

b) Registro de Obras Civiles Inconclusas: Es el 
inventario de obras civiles que en los distintos ór-
denes territoriales y entidades estatales, no se en-
cuentran  concluidas, de 
conformidad con las cláusulas contractuales, lega-
les y/o convencionales, el cual deberá ser parte 
integral del banco de proyectos de la respectiva 
entidad.

4º, así: 
Artículo 4°. En el Registro de Obras Civiles 

Inconclusas de las entidades estatales, se deberá 
incorporar la siguiente información:

a) Nombre de la(s) entidad(es) territorial(es) a 

b) Nombre de la(s) entidad(es) estatal(es) a car-

i) Área total construida al momento de incluirla 

1) Contratos celebrados para la construcción de 

y demás actos contractuales, así como las pólizas 
y contratos de seguros y reaseguros;

m) Razones técnicas y/o jurídicas por las cuales 

-
cales, civiles y disciplinarias derivadas de la obra 

p) Acto administrativo que ordena su demoli-

q) Concepto del organismo de control, en casos 
de demolición.

6º, así: 
Artículo 6°. En todas las entidades estatales, a 

de Planeación, según el caso, funcionará el Regis-
tro Departamental, Municipal, Distrital o institu-
cional de Obras Civiles Inconclusas, que progre-
sivamente se incorporarán al Registro Nacional de 
Obras Civiles Inconclusas.

Para su implementación, los entes territoriales y 
las entidades estatales dispondrán de los recursos 
ya existentes de software, hardware y conexión a 
redes públicas como la Internet. 

Parágrafo 1º. El Registro Nacional de Obras 
Civiles Inconclusas estará a cargo del Departa-
mento Nacional de Planeación, el cual consolidará 
la información suministrada por las Entidades Es-
tatales.

Parágrafo 2º. Las entidades estatales deberán 
enviar copia al Registro Departamental, Munici-
pal, Distrital o institucional de Obras Civiles In-
conclusas a la Contraloría General de Nación o 
Contralorías Territoriales según el caso.

De los honorables Congresistas,
Atentamente,

Senador de la República,
Movimiento Político MIRA.

5. PROPOSICIÓN
En virtud de las consideraciones anteriormente 

expuestas, solicitamos a los honorables miembros 
de la Plenaria del Senado dar segundo debate al 
Proyecto de ley número 258 de 2013 Senado, 100 
de 2012 Cámara, por medio de la cual se crea el 
registro nacional de obras civiles inconclusas de 
las entidades estatales y se dictan otras disposi-

 
Cordialmente,

Senador de la República,
Movimiento Político MIRA.

6. TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
258 DE 2013 SENADO, 100 DE 2012 CÁMARA
por medio de la cual se crea el Registro Nacional 

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. . Crear el Registro Nacional 
de Obras Civiles Inconclusas de las entidades es-
tatales y ordenar que en él se incorporen la identi-

o parcialmente con recursos públicos y que requie-
ren de un tratamiento de evaluación e inversión 

se concluyen, se demuelen, se venden o se ceden 
en comodato.

Artículo 2°. . Para efectos de la 
presente ley, se tendrán en cuenta las siguientes 

a) Obra Civil Inconclusa: Construcción, man-
tenimiento, instalación o realización de cualquier 
otro trabajo material sobre bienes inmuebles, cual-
quiera que sea la modalidad de ejecución y pago, 
sin que al término de la intervención física o de 
la relación contractual, aquella haya concluido de 
manera satisfactoria para el interés general y para 

b) Registro de Obras Civiles Inconclusas: Es 
el inventario de obras civiles que en los distintos 



Página 36 Jueves, 5 de diciembre de 2013 GACETA DEL CONGRESO  1001

órdenes territoriales y entidades estatales, no se 
encuentran concluidas, de conformidad con las 
cláusulas contractuales, legales y/o convenciona-
les, el cual deberá ser parte integral del banco de 
proyectos de la respectiva entidad.

Artículo 3°. A las entidades estatales les corres-
ponderá realizar el Registro de Obras Civiles In-
conclusas, para establecer la realidad respecto a su 
infraestructura física, en un término perentorio de 
un año, contado a partir de la entrada en vigencia 
de la presente ley.

Parágrafo 1º. La entidades estatales tendrán un 
plazo máximo de tres (3) meses luego de termina-

-
ción del Registro de Obras Civiles Inconclusas.

Artículo 4°. En el Registro de Obras Civiles 
Inconclusas de las entidades estatales, se deberá 
incorporar la siguiente información:

a) Nombre de la(s) entidad(es) territorial(es) a 

b) Nombre de la(s) entidad(es) estatal(es) a car-

i) Área total construida al momento de incluirla 

1) Contratos celebrados para la construcción de 

y demás actos contractuales, así como las pólizas 

m) Razones técnicas y/o jurídicas por las cuales 

-
cales, civiles y disciplinarias derivadas de la obra 

p) Acto administrativo que ordena su demoli-

q) Concepto del organismo de control, en casos 
de demolición.

Artículo 5°. La Entidad Estatal contará con dos 
(2) años a partir de la decisión emanada de la au-
toridad administrativa competente, para iniciar la 
intervención física de terminación o demolición de 
la obra civil inconclusa.

Parágrafo 1°. En materia administrativa, las en-
tidades estatales deberán contar con el concepto 

intervención física de terminación o demolición 
de la obra civil inconclusa.

Parágrafo 2°. Respecto a obras inconclusas con 
procesos jurídicos se debe tener en cuenta el fallo 
correspondiente para la terminación o demolición 
de la obra.

Artículo 6°. En todas las entidades estatales, a 

de Planeación, según el caso, funcionará el Regis-
tro Departamental, Municipal, Distrital o institu-
cional de Obras Civiles Inconclusas, que progre-
sivamente se incorporarán al Registro Nacional de 
Obras Civiles Inconclusas.

Para su implementación, los entes territoriales y 
las entidades estatales dispondrán de los recursos 
ya existentes de software, hardware y conexión a 
redes públicas como la Internet. 

Parágrafo 1º. El Registro Nacional de Obras 
Civiles Inconclusas estará a cargo del Departa-
mento Nacional de Planeación, el cual consolida-
rá la información suministrada por las Entidades 
Estatales.

Parágrafo 2º. Las entidades estatales deberán 
enviar copia al Registro Departamental, Munici-
pal, Distrital o institucional de Obras Civiles In-
conclusas a la Contraloría General de Nación o 
Contralorías Territoriales según el caso.

Artículo 7°. El Registro de Obras Civiles In-
conclusas será público y a disposición de la ciu-
dadanía sin ninguna restricción. Harán parte de 
los procesos de empalme entre administraciones, 
de los informes de gestión, de las rendiciones de 
cuentas y estarán al alcance inmediato en los me-
dios de divulgación y de consulta en general, tales 
como páginas de Internet.

Artículo 8º. Los responsables de hacer el in-
ventario de obras inconclusas, serán los Ministros, 
Gerentes, presidentes, directores, Superintenden-
tes, Gobernadores, Alcaldes, o quienes represen-
tan al Estado, en cualquiera sus esferas nacionales 
o territoriales.

Artículo 9°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga las normas que le sean 
contrarias.

Atentamente,

Senador de la República,
Movimiento Político MIRA.
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